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23 de Enero de 2025

Señores
CONSEJO SECCIONAL DE LA JUDICATURA DE CALDAS
sacsma@cendoj.ramajudicial.gov.co

DIRECCION EJECUTIVA SECCIONAL DE ADMINISTRACION JUDICIAL DE MANIZALEZ
aboejecmzl@cendoj.ramajudicial.gov.co
mgiraldo@cendoj.ramajudicial.gov.co
 
Acción de Tutela No. 63001310900620250000300
Accionante: CESAR FELIPE GOMEZ VILLABON
Accionados: FISCALÍA GENERAL DE LA NACIÓN - UNIDAD DE PAGOS

Y CUMPLIMIENTO DE SENTENCIAS Y ACUERDOS
CONCILIATORIOS

Vinculados: - CONSEJO SECCIONAL DE LA JUDICATURA DE CALDAS
- DIRECCION EJECUTIVA SECCIONAL DE ADMINISTRACION

JUDICIAL DE MANIZALEZ
- JUZGADO 404 ADMINISTRATIVO TRANSITORIO DE

MANIZALES (Despacho judicial que recibe los memoriales
dirigidos al JUZGADO 403 TRANSITORIO ADMINISTRATIVO
DEL CIRCUITO DE MANIZALEZ, desde el 15 de diciembre
del 2023 hasta el 13 de diciembre del 2024)

- JUZGADO 403 TRANSITORIO ADMINISTRATIVO DEL
CIRCUITO DE MANIZALEZ (Despacho judicial que tuvo
vigencia hasta el 15 de diciembre del 2023)

- TRIBUNAL ADMINISTRATIVO DEL VALLE DEL CAUCA
- DIRECCIÓN DE ASUNTOS JURÍDICOS
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- DIRECCIÓN NACIONAL ADMINISTRATIVA Y FINANCIERA
Y/O SUBDIRECCIÓN REGIONAL DE APOYO - EJE CAFETERO
DE LA FISCALÍA GENERAL DE LA NACIÓN

- SUBDIRECCIÓN REGIONAL DE APOYO-EJE CAFETERO -
DIRECCIÓN SECCIONAL ADMINISTRATIVA DE LA FISCALÍA
GENERAL DE LA NACIÓN DE ARMENIA, QUINDÍO

Derecho Invocado: PETICION
Asunto: AUTO DE VINCULACION

Atentamente,

 

Secretaria
JUZGADO 6 PENAL DEL CIRCUITO
CON FUNCIÓN DE CONOCIMIENTO
ARMENIA, QUINDIO 
Palacio de Justicia 'Fabio Calderón
Botero' 
Carrera 12 No. 20 – 63, Oficina 311 
Teléfono: 606-3110521 Ext. 5406

AVISO DE CONFIDENCIALIDAD: Este correo electrónico contiene información de la Rama Judicial de
Colombia. Si no es el destinatario de este correo y lo recibió por error comuníquelo de inmediato,
respondiendo al remitente y eliminando cualquier copia que pueda tener del mismo. Si no es el
destinatario, no podrá usar su contenido, de hacerlo podría tener consecuencias legales como las
contenidas en la Ley 1273 del 5 de enero de 2009 y todas las que le apliquen. Si es el destinatario, le
corresponde mantener reserva en general sobre la información de este mensaje, sus documentos y/o
archivos adjuntos, a no ser que exista una autorización explícita. Antes de imprimir este correo,
considere si es realmente necesario hacerlo, recuerde que puede guardarlo como un archivo digital.



 
JUZGADO SEXTO PENAL DEL CIRCUITO 

CON FUNCIÓN DE CONOCIMIENTO DE ARMENIA, QUINDÍO 
 

Carrera 13 No. 20-63, Palacio de Justicia, Edificio “Fabio Calderón Botero”, Tercer Piso, Oficina 311, Armenia – Quindío,  
Teléfono: 606-3110521 Ext. 5406 

Email: j06pctofcarm@cendoj.ramajudicial.gov.co  

Veintitrés (23) de Enero de dos mil veinticinco (2025) 

 

Acción de Tutela No. 63001310900620250000300 

Accionante: CESAR FELIPE GOMEZ VILLABON 

Accionados: FISCALÍA GENERAL DE LA NACIÓN - UNIDAD DE PAGOS 

Y CUMPLIMIENTO DE SENTENCIAS Y ACUERDOS 

CONCILIATORIOS 

Vinculados: - CONSEJO SECCIONAL DE LA JUDICATURA DE CALDAS 

- DIRECCION EJECUTIVA SECCIONAL DE 

ADMINISTRACION JUDICIAL DE MANIZALEZ 

- JUZGADO 404 ADMINISTRATIVO TRANSITORIO DE 

MANIZALES (Despacho judicial que recibe los 

memoriales dirigidos al JUZGADO 403 TRANSITORIO 

ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO DE MANIZALEZ, desde 

el 15 de diciembre del 2023 hasta el 13 de diciembre 

del 2024) 

- JUZGADO 403 TRANSITORIO ADMINISTRATIVO DEL 

CIRCUITO DE MANIZALEZ (Despacho judicial que tuvo 

vigencia hasta el 15 de diciembre del 2023) 

- TRIBUNAL ADMINISTRATIVO DEL VALLE DEL CAUCA 

- DIRECCIÓN DE ASUNTOS JURÍDICOS 

- DIRECCIÓN NACIONAL ADMINISTRATIVA Y 

FINANCIERA Y/O SUBDIRECCIÓN REGIONAL DE 

APOYO - EJE CAFETERO DE LA FISCALÍA GENERAL DE 

LA NACIÓN 

- SUBDIRECCIÓN REGIONAL DE APOYO-EJE CAFETERO - 

DIRECCIÓN SECCIONAL ADMINISTRATIVA DE LA 

FISCALÍA GENERAL DE LA NACIÓN DE ARMENIA, 

QUINDÍO 

Derecho Invocado: PETICION 

Asunto: AUTO DE VINCULACION 

 

Este despacho una vez revisadas las constancias de notificación, evidencia que el 

JUZGADO 403 TRANSITORIO ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO DE MANIZALEZ, tuvo 

vigencia hasta el 15 de diciembre del 2023, por lo que todas las comunicaciones 

relacionadas con ese despacho deberán ser enviadas al JUZGADO 404 

ADMINISTRATIVO TRANSITORIO DE MANIZALES. 
 

 
 

Así mismo se encontró que el JUZGADO 404 ADMINISTRATIVO TRANSITORIO DE 

MANIZALES, tuvo vigencia hasta el 13 de diciembre del 2024, por lo este despacho 

encuentra oportuno vincular al contradictorio al CONSEJO SECCIONAL DE LA 

JUDICATURA DE CALDAS y a la DIRECCION EJECUTIVA SECCIONAL DE 

ADMINISTRACION JUDICIAL DE MANIZALEZ, para que se pronuncien con relación a 

los hechos y pretensiones de la tutela e informen y aclare cuál es el despacho 

judicial que asumió los tramites y procesos que se adelantaron ante el  JUZGADO 

403 TRANSITORIO ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO DE MANIZALEZ, para que dentro 

del presente tramite tutelar el despacho judicial competente pueda ser vinculado 

y se pronuncie de los hechos y pretensiones de la Tutela. 
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JUZGADO SEXTO PENAL DEL CIRCUITO 

CON FUNCIÓN DE CONOCIMIENTO DE ARMENIA, QUINDÍO 
 

Carrera 13 No. 20-63, Palacio de Justicia, Edificio “Fabio Calderón Botero”, Tercer Piso, Oficina 311, Armenia – Quindío,  
Teléfono: 606-3110521 Ext. 5406 

Email: j06pctofcarm@cendoj.ramajudicial.gov.co  

 
 

En consecuencia, se ordena correrle traslado de la tutela, sus anexos, para que 

dentro del término de UN (1) DIA, se pronuncien sobre los hechos y pretensiones de 

la accionante, y se remita lo solicitado. 

 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 
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 Dirección: Carrera 15 No. 18 – 42 Edificio Firenze Oficina 303 de la ciudad de Armenia, Quindío / Teléfonos: 744433 - 

3207198288 
 

 

 
 

Señor: 

JUZGADO MUNICIPAL  (REPARTO) 
Armenia Quindío 

 

 

REF:   ACCIÓN DE TUTELA 

ACCIONANTE:  CESAR FELIPE GOMEZ VILLABON  

ACCIONADO: FISCALÍA GENERAL DE LA NACIÓN - Unidad de Pagos y 

Cumplimiento de sentencias y acuerdos conciliatorios- 

 

 

CÉSAR FELIPE GÓMEZ VILLABÓN, profesional del derecho  y en ejercicio, identificado 

con la C.C. No. 1.094.930.741 de Armenia, Quindío y portador de la T.P. No. 251.633 del 

Consejo Superior de la Judicatura,  obrando en nombre  propio, acudo a su despacho para 

solicitarle el amparo constitucional establecido en el Art. 86 de la Constitución Política denominado 

ACCIÓN DE TUTELA en contra de la entidad FISCALÍA GENERAL DE LA NACIÓN - Unidad de Pagos 

y Cumplimiento de sentencias y acuerdos conciliatorios-, con domicilio en la ciudad de Bogotá, 

toda vez que ha vulnerado de manera flagrante mi derecho fundamental de petición1, con 

fundamento en los siguientes:  

 

CAPÍTULO I. HECHOS 
 

1. El día 31 de OCTUBRE de 2024 se presentó derecho de petición CUENTA DE COBRO, ante la 

entidad accionada, consistente en cobro de sentencia judicial, cuyas pretensiones fueron: 

 
1 Constitución Política de Colombia, artículo 23 “Toda persona tiene derecho a presentar peticiones 
respetuosas a las autoridades por motivos de interés general o particular y a obtener pronta 
resolución. El legislador podrá reglamentar su ejercicio ante organizaciones privadas para 
garantizar los derechos fundamentales”. (Resaltados y negrillas fuera del texto). 
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2. Se observa en la petición que soy beneficiario del pago por designación directa de los 
titulares de la sentencia, pago que se me debe hacer por haber sido el apoderado judicial. 

 

3. Lo anterior, de manera automática me legitima para presentar la petición y para presentar la 

acción de tutela.  

 

4. Dicha petición y cuenta de cobro no ha sido resuelta, es decir, no se nos ha comunicado su 

procedencia, devolución de documentos o número de radicado. 

 

5. A la fecha no se ha dado respuesta a la petición presentada, por lo cual se ha vulnerado el derecho 
fundamental de petición.  

 

CAPÍTULO II. PETICIÓN 

 

En atención a los anteriores hechos, me permito solicitar al Señor Juez del conocimiento, se tutele 

el derecho fundamental de PETICIÓN vulnerado, y se ordene a FISCALÍA GENERAL DE LA NACIÓN - 

Unidad de Pagos y Cumplimiento de sentencias y acuerdos conciliatorios- resolver de fondo de 

manera clara y precisa la petición cuenta de cobro presentada 

 

CAPÍTULO III. FUNDAMENTOS DE DERECHO 
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Como fundamentos de derecho, además del artículo 23 Constitucional, me permito citar apartes de 

sentencias de la Corte Constitucional: 
 

En la siguiente providencia, la honorable Corte Constitucional determina que en el caso de pagos, a 

pesar de la congestión y el cúmulo de procesos o prestaciones por pagar, la entidad se encuentra en 

la obligación de informar una fecha probable de pago, pronunciamiento que precisamente se realizó 

en contra de la entidad ministerio de defensa nacional, entidad que se encuentra acá tutelada. 

 

Sentencia T-066/2024 

 

DERECHO DE PETICION-Necesidad de una respuesta de fondo/RAZONABILIDAD DEL 

SISTEMA DE TURNOS-No exime a la entidad ante la cual se solicita el reconocimiento y pago 

de la prestación informar al peticionario fecha aproximada en que se atenderá solicitud 

 

(…) 

 

De conformidad con el artículo 23 de la Constitución Política, toda persona tiene derecho a 

presentar peticiones respetuosas ante las autoridades por motivos de interés general o 

particular y a obtener una pronta resolución. Esta garantía permite asegurar la efectividad 
de otros derechos de rango legal o constitucional, por lo que ha sido considerada por la 

jurisprudencia como un derecho de tipo instrumental, en tanto que es uno de los principales 

mecanismos con los que cuenta la ciudadanía para exigir de las autoridades el cumplimiento 

de sus deberes. El núcleo de este derecho se encuentra en tres elementos: (i) la posibilidad 

de formular la petición, (ii) la respuesta de fondo y (iii) la resolución dentro del término legal 

respectivo. 

 

(…) 
 

Respecto de la materialización de este derecho, las salas de revisión de la Corte han 

delimitado los parámetros requeridos para entender que una petición se resolvió de fondo. 

En efecto, se ha señalado que se cumple con la citada obligación, cuando la respuesta es “(i) 

clara, esto es, inteligible y contentiva de argumentos de fácil comprensión; (ii) precisa, de 

manera que atienda directamente lo pedido sin reparar en información impertinente y sin 

incurrir en fórmulas evasivas o elusivas; (iii) congruente, de suerte que abarque la materia 

objeto de la petición y sea conforme con lo solicitado; y (iv) consecuente con el trámite que 

se ha surtido, de manera que, si la respuesta se produce con motivo de un derecho de petición 
[formulado] dentro de un procedimiento del que conoce la autoridad de la cual el interesado 

requiere la información, no basta con ofrecer una respuesta como si se tratara de una 

petición aislada o [nueva], sino que, si resulta relevante, debe darse cuenta del trámite que 

se ha surtido y de las razones por las cuales la petición resulta o no procedente 

 

(…) 
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Después de encontrar acreditados los presupuestos de procedencia de la acción de tutela, 

la Sala concluyó que el Ministerio de Defensa Nacional vulneró el derecho de petición de la 
señora Sabalza, al no brindar una respuesta precisa y de fondo frente a la pregunta dirigida 

a conocer la fecha aproximada de cumplimiento de un crédito a su favor. Allí, la Corte reiteró 

que el cumplimiento del sistema de turnos y su razonabilidad no exime a las entidades del 

deber de informar al peticionario la fecha probable en que se atenderán las solicitudes de 

reconocimiento y pago de las obligaciones a su favor, conforme con la regulación aplicable y 

el marco de sus competencias 

 

 

CAPÍTULO IV. PRUEBAS 

 

- Copia de la petición cuenta cobro presentada  

- Constancia de envío por correo  

- Constancia de recibido por la entidad. 

 

 

 

 

 

CAPÍTULO V. DERECHO FUNDAMENTAL VULNERADO 

 

De los hechos narrados se establece la violación al derecho fundamental de petición consagrado en 

el artículo 23 de la Constitución Política, pues a la fecha de presentación de la presente acción de 

tutela, no ha sido respondida ni afirmativa, ni negativamente la petición elevada. 

 

En lo que respecta al derecho fundamental de petición, manifestó la Corte Constitucional en sentencia 
T – 172 de 2013: 

 

DERECHO DE PETICION-Elementos característicos y su alcance 

 

Esta corporación ha señalado el alcance de ese derecho y ha manifestado que la respuesta a una 

solicitud debe cumplir los siguientes parámetros: (i) ser pronta y oportuna; (ii) resolver de fondo, de 

manera clara, precisa y congruente la situación planteada por el interesado; (iii) y, finalmente, tiene 

que ser puesta en conocimiento del peticionario. El incumplimiento de cualquiera de estos 
ingredientes conllevará a la vulneración del goce efectivo de la petición, lo que en términos de la 

jurisprudencia conlleva a una infracción seria al principio democrático. El derecho fundamental de 

petición propende por la interacción eficaz entre los particulares y las entidades públicas o privadas, 

obligando a éstas a responder de manera oportuna, suficiente, efectiva y congruente las solicitudes 

hechas por aquellos. Faltar a alguna de estas características se traduce en la vulneración de esta 

garantía constitucional. 

 

CAPÍTULO VI. JURAMENTO 
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Bajo la gravedad del juramento afirmo que no he presentado otra acción de tutela por los mismos 
hechos y derechos, respecto de la petición formulada por el suscrito los días 27 de septiembre de 

2023 y 31 de julio de 2024. 

 

CAPÍTULO VII. NOTIFICACIONES 

 

El suscrito recibe notificaciones en la Carrera 15 No. 18 – 42 Edificio Firenze, oficina 304 

de la ciudad de Armenia, Quindío. Tel: 6067444433 – 3207198288. Correo electrónico: 

davidvalencia2007@hotmail.com 

 

 Atentamente, 
 

 

 

CÉSAR FELIPE GÓMEZ VILLABÓN 

C.C. 1.094.930.741 expedida en Armenia, Quindío.   

T.P. No. 251.633 C.S de la J. 
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Señores

OFICINA JURíDICA - GRUPO DE PAGOS Y SENTENCIAS JUDICIALES DE LA FISCAlíA GENERAL DELA NACiÓN
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UltlyUlltll LLD uu úL-UI Dlu4u~u fJ'~Uo, LIUUtlULltlIlU'~
Bogotá. D.C

Referencia:
Medio de Control:
Demandante:
Demandada:
Juzgado:
Radicado:

SOLICITUD OE CUMPLIMIENTO OE SENTENCIA
NULIDADYRESTABLECIMIENTODH DERECHO
OSCARIVÁNCHÁVEZOíAZ
NACiÓN- F1SCAUAGENERALDELANACiÓN
SEGUNDOADMINISTRATIVODELCIRCUITODEARMENIA
63-001-33-33-002- 2020-00032-00.

CESAR FEliPE GuNEZ ViLUSuH. profesionai dei derecho y en ejercicio. identificado con ia C.C.No.
1.094.930.741de Armenia. Uuindío y portador de la T.P. No. 251.633 del Consejo Superior de la
Judicatura. actuando en representación del señor OSCAR IVÁN CHÁVEZ DíAZ. mayor de edad y
portador de la C.C No. I.D85.247.389. según poder debidamente conferido. mediante el presente
Ot'""itn " an oia",.i,.in ~ol rlo"a,.hn ,.nnt'!ln"!lrln an al !l..t{,."ln tQ? rlol rOAr A ma na"mitn n"acoant!l"
....... 'L'" , "j'" l:j L u .-.un "'U L.. ", LU.

CUENTA DE COBRO, con el fin de Que se dé cumplimiento a la sentencia de primera instancia
proferida en favor de mi representado el día 29 de septiembre de 2023 por parte del Juzgado 403
Transitorio Administrativo del Circuito de Manizales y de la sentencia de segunda instancia proferida
el 15 de mayo de 2024 por parte del Tribunal Administrativo del Valle del Cauca. la cual Quedó
ejecutoriada el 22 de mayo de 2024. con base en los siguientes.

1. HECHOS:

PRiMERO: Ei suscrito en nombre y representación dei señor OSCAR iVÁN CHÁVEZ OíAZ.empieado
judicial desde antes del año 2013. presentó demanda en medio de control de nulidad y
restablecimiento del derecho en contra de la Nación - fiscalía General de la Nación. la cual fue
tendiente a obtener la reliQuidación y pago de las diferencias prestacionales (prima de navidad. prima
.J .., :..,:.... .. :........ .. ..: .J :........ 1... :1: :,,; " : .. : " .. ...f. .. .J.... .. ; ..
UC:; olC:;f"fl"fUol. "al"al"fUIIC:;ol. ,",""'D uc VDl"Dl"IUIIC:;ol. UUII"fl"al,,'UII ,",UI olC:;'y'l,,'Uol ,",' C:;ollDUUol. l"C:;olallUDol.

intereses a las cesantías y prima de productividad) percibidas por mi poderdante desde el ano de su
vinculación y hasta la fecha. dándole connotación o carácter salarial a la bonificación judicial mensual
Que fuere reconocida a través del Decreto 383 de 2m3. modificado por el Decreto 1269 de 2015y
nuevamente modificado por el Decreto 246 de 2016.

SEGUNDO: La demanda fue debidamente admitida y se surtió el trámite correspondiente al
expediente radicado 63-001-33-33-002-2020-00032-01 el cual se adelantó ante el Juzgado Segundo

Dirección: Carrera 15No.18 - 42 EdificioFirenze Oficina 304 de la ciudad de Armenia. Uuindío/ Telmonos:
808744433 - 3207198288



Administrativo del Circuito de Armenia, mismo adelantado por Juez Ad-Hoc por el impedimento
concurrente de los Jueces Administrativos del Circuito de Armenia.

TERCERO: Cumplidas las ritualidades establecidas en los artículos 180 y S.S. del Código de
Procedimiento Administrativo y de lo Lontencioso Adnlinistrativo, la Sefiüra Juez YGRLY XIOMARA
GAMBOA CASTAÑO mediante sentencia del 29 de septiembre de 2023 accedió a las suplicas de la
demanda, declarando la nulidad de los actos administrativos demandados V ordenando condenar a la
Nación- FiscalíaGeneral de la Nacióna reajustar las prestaciones sociales devengadas por el señor
OSCAR IVÁNCHÁVfl OrAl r.nmn r.nn~p.r.lIFmr.iR rlP.IR inr.lll~inn rlP.IR hnnifir.Rr.inn illrlir.iRI r.nmn fRctnr. __ _ -- _ - -- .. - 0_ ---- .. -.- --.- .. _. __ ._ .. __ ._ 0_ ._ ., __ ._._. __ _ ._-0_

salarial. con ocasión de los cargos desempeñados: Bonificaciónpor servicios prestados _Prima de
servicios - Prima de productividad - Vacaciones - Prima de vacaciones - Prima de navidad __
Cesantías, a las cuales tenga derecho a partir del 2 de agosto de 2016.

CUARTO:la anterior decisión fue objeto de apelación por la parte demandada, recurso que fue
concedido mediante auto del 28 de noviembre de 2023 por parte del Juzgado 403 AdministrativodeManizales.

O,üih7ü: Surtido el trámite de la apelación V correspondiéndole al TribunalAdministrativodel Valle
del Cauca, procedió a admitir el recurso mediante auto del 3 de mayo de 2024.

SEXTO: Entrámite de segunda instancia, el TribunalAdministrativodel Valledel Cauca, el 15de mayo
de 2024 profirió sentencia de segunda instancia, ordenando:

PRIMERO: CONFÍRMESE en su integridad la Sentencia No. 265 _2023 del
veintinueve (29) de septiembre de dos mil veintitrés (2023) proferida por el
Juzgado 403Administrativo Transitorio del Circuito de Manizales.

Dirección: Carrera 15No.18 - 42 Edificio Firenze Oficina 304 de la ciudad de Armenia, Iluindío / Teléfonos:
808744433 - 3207198288

SEGUNDO: ORDÉNESE a la Fiscalía General de la Nación, el pago de las
expensas y gastos sufragados por la parte actora en segunda instancia siempre
y cuando estén acreditados. FÍ]ASE como agencias en derecho a ser incluidas
en dicha liquidación la suma de un salario mínimo mensual legal vigente
(lSMMLV). LIQUÍDENSE en forma concentrada por el Juzgado a-qua.

SÉPTIMO: la anterior decisión quedó ejecutoriada el 22 de mayo de 2024, conforme a constancia
expedida por el TribunalAdministrativodel Valledel Cauca.



CONSTANCIA SECRET ARIAl:

La sentencia emitida en el proceso de la referencia fue notificada a las partes
a través del buzón de correo electrónico el día 15de mayo de 2024.

El término de ejecutoria transcurrió conforme a 10estipulado por el artículo
51 de la Ley 2080 de 2021, que adicionó el artículo 201A a la Ley 1437de
2011; los días 20,21 Y22 de mayo de 2024.

la sentencia quedó debidamente notificada y ejecutoriada el día 22 de
mayo de 2024a las 5:00PM.

2. DECLARACiÓNJURAMENTADA.

Desdeya se manifiesta bajo la gravedad de juramento que mi cliente no ha realizado cobro o recibido
pago por las sentencias que se piden cumplirse.

3. PRETENSIONES:

3.1. Cumplirla sentencia de primera instancia proferida el día 29 de septiembre de 2D23 por parte
I I I I I.nn T ',. A' • " " I I rt- " I 11 ., , ,., I
Del ¡JuzgaDD~Ua.)I rensnunn J\DfmnlsrranvD Del LIrCUIID De lI'Ianlzales y la sentenera De segunDa

instancia proferida el 15de mayo de 21124por parte del TribunalAdministrativodel Valledel Cauca,
la cual quedó ejecutoriada el 22 de mayo de 2D24, por medio de las cuales se ordenó reajustar las
prestaciones sociales devengadas por el señor OSCAR IVÁN CHÁVEZOíAZ como consecuencia de la
;nrl,,~ión rlp 1::. hnnif¡,..::¡,..¡ñn¡"rI¡,..¡::¡Irnrrm f::¡Mnr ~::¡I::¡ri::¡Irnn nl"::¡~iñn rlp In~ ,..::¡rnn~ rlp~pmnpñ::¡rln~....~.~_._.. "- ._-- .....---.- ..J--'-'-' -_..._ .__._. __._•._..__.. ._.. __• o .:;, ... ,.._ .. •

Bonificaciónpor servicios prestados - Prima de servicios - Prima de productividad _ Vacaciones _
Prima de vacaciones - Prima de navidad -- Cesantías, a las cuales tenga derecho a partir del 2 de
agosto de 2016y hasta la fecha, siempre que subsistan las condiciones de ley para acceder a tales
prestaciones y que la entidad demandada no haga tal reconocimiento a mutuo propio.

3.3. De las sumas anterioMnente reconocidas, solicito respetuosamente se pague el 30% a
mi favor or conce to de honorarios rofesionales de acuerdo con lo aCladoen el contrato
de restacidn de servicios suscrito con el senor OSCARIVÁN CHÁVEl OrAl. Se

3.2. Que se pague los intereses moratorios sobre el capital adeudado conforme el artículo 192 del
CPACA,desde la ejecutoria de la sentencia de segunda instancia y hasta que se verifique el pago totalde las sentencias.

4. ANEXOS

- Primera copia de la sentencia de primera instancia y segunda con instancia

Dirección: Carrera 15No.18- 42 EdificioFirenze Oficina304 de la ciudad de Armenia. Uuindío/ Teléfonos:
808744433 - 3207198288



~~
f

J
:

¡n
..

~
:-=

~
,\)

1.

'rl
~

,
.

,
,

•
Z

:o
-

,
p

~J
a

I
I

M
C
'':
I

;::
oa
M

c:
;t
l'

~=
--

v
.@

O
$.
!I
t

i:D

ja-J
¡¡O
¡.
i:

5
;
Sc

a

i
Ir
lt

S
-,

J
ij
=
i

::J
Ig

:!:
i·
~

J
=ri

~
Eñ

~
t'

S'
~
f~
~.
1

~

!f
..
¡.

¡¡

ii
~i:

Jj
•

"'-
g

f!i i
iü

1
CI
J

,.
I!

i

ff5
f

I
l~
1

lt
Ir

I~
ll
:!
i
t

It
I!
.
i:
I

a.
.,

p

1&
1

'
ii
i

s!
I

I

l~
p·r

.....
11

..

"'.
:1

c:..
:a

""

Ir
E!
l1
;

1
~

:c
l.

!'
I

¡¡
Q.

El
,

ca
..,
.,

~i
í_

..
~i
'

it
~

• .. 1
..-

.
M
i:.

,
!l

'!
J

ij'
!!i

~

"

¡-~
f

11



REPÚBLICA DE COLOMBIA
RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO

JUZGADO 403 ADMINISTRATIVO TRANSITORIO DEL CIRCUITO DE
MANlZALES

Manizales,Veintinueve(29)de septiembre del dosmil veintitrés (2023).

SENTENCIANo.
RADICADO
MEDIODECONTROL
DEMANDANTE
DEMANDADO

265 - 2023
63-001-33-33-002-2020-00032-00
Nulidady Restablecimientodel Derecho
Osear Iván Chávez Diaz
Nación- Fiscalía General de la Nación

A.I.2397
CONTROL DE LEGALIDAD

En virtud de lo establecido en el artículo 207 de la Ley 1437 de 2011, el
Despacho advierte que no encuentra irregularidad o causal de nulidad que
invalide lo actuado.

OBJETO DE LA DECISIÓN

Surtidas todas las etapas del proceso, corresponde al Juzgado 403
AdministrativoTransitorio del Circuito de Manizales emitir sentencia de
primera instancia en el proceso de la referencia.

1.ANTECEDENTES

1.1 PRETENSIONES

Pretende la parte demandante se inaplique parcialmente y por
inconstitucionalidad la expresión "constituirá únicamente factor salarial para
la base de cotización al Sistema General de Pensiones y al Sistema General
de Seguridad Social en Salud» contenida en los artículos 10 de los Decretos
382 del 2013, 022 de 2014, 1270 de 2015, 247 de 2016, 1015 de 2017 y
341 de 2018, y, se declare la nulidad parcial del OficioSRAEC-31100-
20430-0328 del 27 de agosto de 2019, expedido por la Subdirección
Regionalde Apoyo- Eje Cafeteroy de la ResoluciónNo. 22474 del 21 de
octubre de 2019 proferida por la Subdirectora de Talento Humano, que le
negaron el reconocimiento, pago e indexación de la bonificaciónjudicial
comofactor salarial a la hora de liquidar sus prestaciones sociales, así como
de las resoluciones No. 1930 del 31 de diciembre de 2013, 1507 del 26 de
diciembre de 2014, 1282 del 29 de diciembre de 2015 y 0352 del 30 de
diciembre de 2016, mediante las cuales se le reconocieron sus cesantías
anualizadas.

A título de restablecimiento del derecho, depreca el pago de las diferencias
en las prestaciones sociales percibidas desde el mes de enero de 2013,
dándole connotación salarial a la bonificaciónjudicial mensual, así como
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que a futuro se liquiden sus prestaciones teniéndola en cuenta; la
indexación de las sumas de dinero reconocidas, la condena en costas y en
agencias en derecho a la parte accionada y el cumplimiento de la sentencia
en los términos del artículo 192 del CPACA.

1.2 HECHOS

Relata el demandante estar vinculado a la Fiscalía General de la Nacióncon
anterioridad al 2013 razón por la cual fue beneficiado con la bonificación
judicial mensual; explique que la bonificaciónjudicial pagadera en forma
mensual se dio como consecuencia del cese de actividades de la Rama
Judicial y la Fiscalía General de la Nación en el año 2012, que buscaba la
nivelación salarial de que trata el parágrafo del artículo 14 de la Ley4a de
1992 de los servidores judiciales, por lo que, con el fin de lograr el
levantamiento del cese de actividades el GobiemoNacionalse comprometió
a realizarla a través de la mencionada bonificaciónjudicial creada a través
del Decreto 382 de 2012 en su artículo 10.

Señala que, dicho artículo limitó su carácter de factor salarial únicamente
para la base cotizaciónal Sistema Generalde Pensionesy al Sistema General
de Seguridad Social en Salud, que el Decreto 022 de 2014 modifico el
primero en cuenta a los valores que serian cancelados como bonificación,
pero mantuvo la limitación, así como los Decretos 1270 de 2015, 247 de
2016, 1015 de 2017 y 341 de 2018.

Pone de presente que ha recibido la bonificaciónjudicial en formamensual
desde enero de 2013, pero esta no le ha sido tenida en consideración para
la liquidación de las prestaciones que devenga, tales como: cesantías,
intereses a las cesantías, prima de servicios, bonificación por servicios
prestados, prima de vacaciones, prima de navidad, vacaciones, prima de
productividad, entre otras; no obstante si se aplica sobre ella los descuentos
a seguridad social y se considera para obligacionestributarias.

Expone que la bonificaciónjudicial tiene todos los elementos para darle
connotación salarial pues cumple con lo señalado en los ConveniosNo.095
de 1949y 100 de 1951 de la OIT,ratificados mediante ley 54 de 1962, así
como con 10 dispuesto en la Ley 54 de 1978, en el artículo 12 del Decreto
717 de 1978, artículo 42 del Decreto 1042 de 1978y en el artículo 127 del
CSTen aplicación por analogía, por tener carácter retributivo, ser percibida
habitual y periódicamente, y, ser una contraprestación directa y onerosa al
servicioque se presta al serviciode la entidad demandada, por tal razón, al
no darle la categoria de salario para liquidar sus prestaciones sociales se
desmejora ostensiblemente su remuneración y reconocimientoprestacional.

Finalmente, narra que lo expuesto fue debidamente reclamado ante la
entidad accionada, quien respondió negativamente mediante el oficio
SRAEC-31100-20430-0328del 27 de agosto de 2019, respecto del cual
interpuso recurso de apelación el 5 de septiembre de 2019, resuelto a través
de la ResoluciónNo.22474 del 21 de octubre de 2019, ratificando la decisión
anterior, por lo que, también acusa los actos administrativos por medio de
los cuales se le reconocieronlas cesantías en forma anualizada, a saber, las
Resoluciones No. 1930 del 31 de diciembre de 2013, 1507 del 26 de
diciembre de 2014, 1282 del 29 de diciembre de 2015 y 0352 del 30 de
diciembrede 2016.

1.3 NORMASVIOLADAS



Las normas que considera la parte actora transgredidas, son:

.. DE ORDEN CONSTITUCIONAL: Preámbulo y artículos 1,2, 4, 25, 53 y 121
de la Constitución Política.

.... DE ORDEN LEGAL: Artículo 2 literal a}de la Ley 4ade 1992, artículo 12del
Decreto 717 de 1978,artículo 42 del Decreto 1042de 1978, articulo 127del
CST,artículo 152numeral 7° de la Ley 270 de 1996.

'" DE ORDEN SUPRALEGAL: ConvenioNo. 095 de 1949 de la OIT,ratificado
mediante Ley 54 de 1962.

1.4 CONCEPTO DE VlOLACION

Considera el apoderadode la parte actora, que las normas cuya inaplicación
solicitay los actos administrativosenjuiciadosdesconocenla Ley54 de 1962
por mediode la cual se ratificóel ConvenioNo.095 de 1949que brinda una
protecciónal salario; estimando que, su noción, naturaleza, conceptoy sus
elementos constitutivos, son objetivos,en razón a que, son todas las sumas
que habitual y periódicamenterecibe el empleadocomoretribución por sus
servicios;lo que desconoce la entidad demandada al no considerar para la
liquidación de las prestaciones la bonificaciónmensual percibida, lo que
genera que las mismas sean liquidadas en un porcentaje menor al que
efectivamenterecibe el demandante.

Considera infringidoel preámbulo y el artículo 2 de la Constitución Política
que tiene como objetivo asegurar a todos los habitantes del territorio
nacional sus derechos y garantías, así comoel trabajo y lajusticia, que no
se ha respetado la entidad accionada al desconocer que la remuneración y
prestaciones del accionante debe ser proporcionala su trabajo, toda vezque,
la mismas no son calculadas sobre todo lo que mensualmente devenga,sino
sobre un valor menor ya que no se incluye la bonificaciónmensual.

De la misma forma, señala transgredido el artículo 4 Supremo, en tanto, se
desconoce por la entidad demandada que el trabajo es derecho y una
obligación social que goza de especial protección del Estado, así como el
principiode primacía de la realidad y favorabilidadpara todas las personas,
que se concreta en el caso del demandante en liquidar sus prestaciones
sociales sin incluir la bonificación judicial, pese a tener todas las
características para ser considerada comosalario.

Asu vez,alega la violacióndel artículo 2 literal a) de la Ley4a de 1992en la
que se indicó que bajo ninguna circunstancia podría desmejorarse los
salariosy prestaciones socialesde los servidoresdelEstadoy de los artículos
12 del Decreto 717 de 1978, 42 del Decreto 1042 de 1978 y 127 del CST,
que consagran como salario toda suma que habitual y periódicamente se
reciba como retribución del servicio, supuesto que se cumple con la
bonificaciónjudicial mensual, pero que la entidad accionadadesconocepara
la liquidaciónde prestaciones sociales.

Agrega que se soslaya el mandato de la Ley 270 de 1996 (articulo 152
numeral 7°) que señala comoderecho de los servidoresde la Rama Judicial
el de percibiruna remuneración acorde con su función, dignidadyjerarquía,
que no puede ser disminuida como en este caso ocurre al liquidar las
prestaciones sociales con base en valores menores a los efectivamente
recibidos.



Cita como fundamentos jurisprudenciales lo expuesto en concepto de 11 de
septiembre de 2003, por la Sala de Consulta y Servicio Civil del Consejo de
Estado frente a las características del salario, que resume, en su carácter
retributivo, en la habitualidad y periodicidad de su pago, en que no opera
por la mera liberalidad del empleador y que constituye un ingreso personal
del trabajador; argumento que refuerza, citando el concepto No. 954 del 21
de febrero de 1997, la sentencia de 4 de agosto de 2007 de la misma
corporación y las sentencias C-892 de 2009, SU-995 de 1999, C-710 de
1996y C-401 de 2005 de la Corte Constitucional.

Finalmente, basado en cita doctrinaria reitera que la noción, naturaleza y
concepto de salario, así como sus factores y elementos constitutivos es
objetivo.

1.5 CONTESTACIÓN DE LA DEMANDA

La entidad vinculada por pasiva, mediante apoderado judicial presentó
escrito de contestación, en el que, refiere sobre los hechos que se atiene a
los probados, pero aclara que la bonificación judicial es producto de un
Acuerdo que desarrolla los Convenios de la OIT y la jurisprudencia
constitucional que reconoce la posibilidad de que los servidores públicos
intervengan en la definiciónde sus condiciones de empleo, el cual generó la
destinación de unos recursos específicospor el GobiernoNacional.

Subraya que las autoridades y los representantes sindicales negociaron,
concertaron y aprobaron la formula salarial que finalmente se plasmó en el
Decreto 0382 de 2013, así como la limitación del carácter salarial de la
bonificación judicial, como consta en el Acta No. 025 del 08 de enero de
2013 de la Mesa Técnica Paritaria conformada para desarrollar el Acuerdo
del 06 de noviembrede 2012, en la que se plasmó la limitación a su carácter
salarial.

Se opone a todas las pretensiones de la demanda considerando que carecen
de fundamentación fáctica y juridica por cuanto los actos demandados se
limitaron a cumplir un deber legal que le impuso el legislador a través del
Decreto 0382 de 2013, el cual cuenta con vigencia y validez jurídica al
ceñirse a la Constitución y a la Ley, oponiéndose de la misma forma a la
condena en costas y agencias en derecho.

Propone comomedios exceptivos: 1) CONSTITUCIONALIDAD DE LA RESTRICCIÓN
DEL CARÁCTER SALARIAL, 2) APLICACiÓN DEL MANDATO DE SOSTENIBILlDAD FISCAL
EN EL DECRETO 0382 DE 2013, 3) LEGALIDAD DEL FUNDAMENTO NORMATIVO
PARTICULAR, 4) CUMPLIMIENTO DE UN DEBER LEGAL, 5) COBRO DE LO NO DEBIDO, 6)
PRESCRIPCiÓN DE LOS DERECHOS LABORALES, 7) BUENA FE Y 8) LA GENÉRICA, que
explica citando múltiple jurisprudencia del Consejo de Estado y de la Corte
Constitucional con la que pretende reafirmar la competencia fijada en
cabeza del GobiernoNacionalpara la expedicióndel Decreto 0382 de 2013,
y por ende, su legalidad.

De igual modo, citando las Leyes 199 de 1995y 332 de 1996, afirma que es
dable mediante una norma jurídica y frente a regímenes especiales, excluir
sumas de dinero que habitualmente percibe el empleado para efectos de
eauifltarle.-determinadas -prestaciones sociales, 10 cual no vulnera la

ns rrucron -PallUca, m norma alguna del ordenamiento jurídico indicando
que el Ministerio Públicoy la Corte Constitucional han precisado frente al
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regunen salarial y prestacional de los empleados públicos que la
Constitución y el Congreso se limitan a señalar normas generales pero
corresponde al Gobierno,en virtud del carácter dinámico de los sueldos y
prestaciones de los servidores,modular o ajustar dicha materia, lo cual fue
evidenciadoen la declaratoria de exequibilidadque sobre el articulo 14 de
la Ley4a de 1992hizo la CorteConstitucional.

Resalta que, si bien un pago laboral puede incluirse dentro de la definición
de "salario",ello no implica tal reconocimientoautomático comobase para
liquidar las prestaciones sociales y demás emolumentos laborales, dada la
mentada facultad del legisladorpara determinar cuál pago se incluirá como
base en la liquidaciónde otros factores, comolo dispone el articulo 128del
csr.
Finalmente manifiesta después de transcribir múltiples apartes
jurisprudenciales, que el articulo 10del Decreto382 de 2013 se encuentra
amparado por la presunción de legalidady que esta no logroser desvirtuada
mediante una excepciónde inconstitucionalidad, que no es posibleotorgarle
un alcance superior al dispuesto por el GobiernoNacional,por cuanto ello
provocaría que se ordenara la disposiciónde recursos públicos adicionales
fracturando el mandato de sostenibilidad fiscal, además de considerase que
la entidad emitió los actos demandados en cumplimiento de un deber legal
no correspondiéndole modificar la interpretación o aplicación del
mencionado decreto que goza de legalidad, por lo que, se estaría en
presencia de un cobrode lono debido,siendo procedente declarar prescritos
los derechosque se hayan causado con anterioridad al 02 de agostode 2016.

2. TRÁMITE PROCESAL

El Juzgado Segundo Administrativo Oral del Circuito de Armenia, con
providenciadel 17 de agosto de 2021 admitió la demanda, estando dentro
del término legal la entidad demandada presentó contestación de la
demanda y formulóexcepcionescuyotraslado corriópara las partes a partir
del 27 de abril del 2022, sin pronunciamiento de la parte actora;
Posteriormenteyen virtud del AcuerdoPCSJA23-12034del 17 de enero de
2023, mediante auto del 17de abril del 2023, esta célulajudicial, prescinde
de la audiencia de que trata el artículo 180 del CPACA,avoca el
conocimientodel asunto, fijael litigioy decreta pruebas; una vezallegadala
prueba de oficiodecretada es incorporada al expedientemediante Auto del
11 de agosto de 2023 y se corre traslado a las partes y al Agente del
Ministerio Público para que presenten los alegatos de conclusión y el
concepto, respectivamente.

2.1 ETAPA DE ALEGACIONES

PARTE DEMANDANTE: Argumenta que el problema jurídico se reduce a
establecer si hay lugar a inaplicar parcialmente y por inconstitucional la
expresión''y constituirá únicamente factorsalarial" contenida en las normas
relacionadas en el líbelo genitor, y, en consecuencia, determinar si el
demandante tiene derecho a que se le reliquiden y paguen las prestaciones
sociales dándole connotación de factor salarial a la bonificaciónjudicial
mensual.

Aduce que, se encuentra acreditado que el demandante labora para la
Fiscalía General de la Nacióny que recibió comoparte de su remuneración
una bonificaciónmensual a partir del 1o de enero de 2013, creada mediante
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el Decreto 382 de 2013, pagadera en forma mensual y que se alcanzó como
consecuencia del cese de actividades del año 2012. Adiciona que, el
mencionadodecreto fuemodificadopor el Decreto022 de 2014, únicamente
en cuanto a los valores que serían cancelados como bonificación, y
posteriormente, por losDecretos 1270de 2015, 247 de 2016, 1015 de 2017
y 341 de 2018 en elmismo sentido, dejando siempre incólumela limitación
del carácter salarial, pero teniéndola en cuenta para contribuciones
tributarias, comola declaración de renta y retención.

Reiterando todo lo referenciadoen su escrito de demanda, adiciona, que de
conformidadcon el artículo 53 supremo en toda relación laboral cuando se
ponga en entre dichola interpretación correcta de una norma se debe acudir
al principiode favorabilidaden pro del trabajador, además, que los medios
exceptivosde defensa no debenprosperar porque no analizan las normativas
internacionales y nacionales del concepto de salario y no consideran que,
pese a ser facultad delLegisladordeterminar que es o no salario, las normas
que se pide inaplicar fueron proferidas por el poder ejecutivo, quien no
cuenta con la facultad de exclusióny regulación propias del Congreso.

Finalmente resalta la existencia de precedente judicial que avala sus
argumentos y concede lo pretendido en situaciones similares.

PARTE DEMANDADA: Nopresentó alegatos conclusivos.

MINISTERIO PÚBLICO: El Agente del Ministerio Publico no emitió
concepto.

3. CONSIDERACIONES

Procede el Juzgado a resolver el problema jurídico identificado en la
'FIJACIÓNDELLITIGIO'consistente en determinar si la bonificaciónjudicial
creada mediante el Decreto0382 de 2013 para los servidorespúblicos de La
NACiÓN - FISCALíA GENERAL DE LA NACiÓN, es factor salarial para todos
los efectos salariales y prestacionales. Para ello abordará (1) EL ARGUMENTO
CENTRAL, CONFORMADO POR (u) LAPREMISA NORMATIVAy JURlSPRUDENCIAL, (LU) EL
ANÁUSIS DEL CASO CONCRETO, para con elloarribar [í.ííí) a la solución de los
siguientes problemasjurídicos:

1. ¿Debe inaplicarse la expresión "...y constituirá únicamente factor
salarial para la base de cotización al Sistema General de Pensiones y
al Sistema General de Seguridad Social en Salud" contenida en el
artículo 1o del Decreto0382 de 2013 y los Decretosque lomodifican?

De ser asi,

2. ¿Tiene derecho el demandante al reconocimiento de la bonificación
judicial comofactor salarial?

En caso afirmativo,

3. ¿Debenreliquidarse la totalidad de factores salariales y prestacionales
que devengael demandante?

4. ¿Se configuró la prescripción trienal de alguno de los derechos
reconocidos?

-ó-



3.1 ARGUMENTO CENTRAL

3.1.1 PREMISA NORMATIVAY JURISPRUDENCIAL

El GobiernoNacionalen observancia de los criterios y objetivosfijados en la
Ley4a de 1992, expidióel Decreto 0382 de 2013, que en su articulo 1° creó
para los servidores de la Fiscalía General de la Nación una bonificación
judicial, en los siguientes términos:

"ARTicULO l. Creáse (sic) para los seruidores de laFiscalíaGeneral
de la Nación a quienes se aplica el régimen salarial y prestacional
establecido en el Decreto53 de 1993, y que vienen rigiéndosepor el
decreto 875 de 2012 y por las disposiciones que lo modifiquen o
sustituyan, una bonificación judicial, la cual se reconocerá
mensualmente y constituiráúnicamentefactor salarialpara la base de
cotizaciónal Sistema General de Pensiones y al Sistema General de
Seguridad Socialen Salud."

Consecutivamente, en el articulo 3 del mencionado decreto, consagró:

"ARTicULO 3. Ninguna autoridad podrá establecer o modificar el
régimensalarial o prestacional estatuido por las normas del presente
Decreto,en concordanciacon loestablecido en el artículo10 de la Ley
4a de 1992. Cualquierdisposiciónen contrariocareceráde todo efecto
y no crearáderechos adquiridos.»

Se sigue de la literalidad del artículo 1o de dicha normativa, que la
bonificación judicial creada se reconocerá mensualmente y constituirá
únicamente factor salarial para la base de cotización al Sistema General de
Pensiones y al Sistema General de Seguridad Socialen Salud; así mismo, se
advierte del artículo 3°, que ninguna autoridad podrá modificar el régimen
salarial o prestacional allí estatuido, considerándose ineficaz cualquier
disposición que vaya en contravía, la cual además, no creará derechos
adquiridos.

No pasa por alto, este Despacho judicial, que, el artículo 2° del mismo
cuerpo normativo, establece para los funcionarios y empleados de la Fiscalía
General de la Naciónque no optaron por el régimen establecido en elDecreto
53 de 1993, y, respecto a quienes ejercen el mismo empleoy se encuentran
regidos por otro régimen salarial, el derecho a percibir la diferencia salarial
a título de bonificación judicial, esto es una referencia que evidencia la
finalidad de la norma.

Adicionalmente, comoantecedente importante, tenemos el Acta de Acuerdo
suscrita el 6 de noviembre de 2012 entre el Gobierno Nacional de la
República de Colombia y los Representantes de los Funcionarios y
Empleados de la Rama Judicial y de la Fiscalía General de la Nación,
mediante la cual se dio cese al conflicto laboral surgido en virtud del
parágrafo del articulo 14 de la Ley4a de 19924, se estableció lo siguiente:

"(...) con el fin de realizar la nivelación de la remuneración de los
funcionarios y empleados de laRama Judicial y FiscaliaGeneralde la
Nación,los representantes de losfuncionariosy empleados de laRama
Judicial y Fiscalia General de la Nación y el GobiernoNacional,por
intermedio de los Ministerios de Justicia y del Derecho,Hacienda y
Crédito Público y Trabajo y Seguridad Social, junto con la Sala
Administrativa del Consejo Superior de la Judicatura y la Fiscalía



General de la Nación,

ACUERDAN:

1.- Reconocer el Derechoa losfuncionarios y empleados de la Rama
Judicial y Fiscalía General de la Nación a tener una nivelaciónen la
remuneración en los términos de la Ley q« de 1992, atendiendo
criteriosde equidad.
(...y

El proceso de ajustes en los sistemas de remuneración de los
funcionarios y empleados de laFiscalía Generalde laNación, iniciará
igualmente en la vigencia fiscal. del 2013 Y se realizará de forma
equivalente alproceso que se realicepara losfuncionarios y empleados
de la Rama Judicial, con el monto que para ello se requiera. (...)
/ Líneas del Despacho/.

Bajo estas premisas, se aprecia que la bonificaciónde que trata el Decreto
382 de 2013, fue instituida con la finalidad de nivelar la remuneración de
los empleados de la Fiscalía General de la Nación, lo que se traduce en la
retribución de los serviciosprestados por los funcionariosy empleados de la
entidad demandada.

Precisado lo anterior, y teniendo en cuenta el objeto de la presente
controversia, convieneefectuar un análisis sobre el conceptode salario, para
determinar si la bonificaciónjudicial tiene relación con elmismo.

DEL CONCEPTO DE SALARIO:

El articulo 53 de la Constitución Políticafacultó al Congresode la República
para expedir el Estatuto del Trabajo teniendo como pilares mínimos los
siguientes principios constitucionales:

"(...) igualdad de oportunidades para los trabajadores, remuneración
mínima vital y móvil,proporcionala la cantidad y calidad de trabajo,
estabilidad en el empleo, irrenunciabilidad a los beneficios mínimos
establecidos en normas laborales,facultades para transigiry conciliar
sobre derechos inciertos y discutibles, situación más favorable al
trabajador en caso de duda en la aplicación e interpretación de las
fuentes formales de derecho, primacía de la realidad sobre
formalidades establecidas por los sujetos de las relaciones laborales,
garantía a la seguridad social, la capaciiacion;el adiestramiento y el
descanso necesario,protecciónespecial a la mujer, a la maternidad y
al trabajadormenor de edad. "

Del mismo modo, dispuso que "Los convenios internacionales del trabajo,
debidamente ratificados, hacen parte de la legislación interna", al mismo
tenor estableció "La ley, los contratos, los acuerdos y convenios de trabajo,
nopueden menoscabar la libertad, la dignidad humana ni los derechos de los
trabajadores. "

En esta linea de intelección, el bloque de constitucionalidad, los tratados y
convenios intemacionales son aplicables y de obligatorio cumplimiento
comoparámetro de legalidad en las actuaciones del Estado, es así, que su
inobservancia vulnera flagrantemente la Constitución.

Ahora bien, el Convenio sobre la Protección del Salario (Co95, Convenio,
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núm. 95, 1949) adoptado en Ginebra en la 32a reunión CIT,tuvo su entrada
en vigor el 24 de septiembre de 1952, Y fue debidamente ratificada por
Colombiael 7 de junio de 1962 a través de la Ley54 de 1962, tal Convenio
en su artículo 10 aludió al significadodel salario en los siguientes términos:

"r··.)el término salario siqrdfica la remuneración o ganancia, sea cual
fuere su denominación o método de cálculo, siempre que pueda
evaluarse en efectivo, fijada por acuerdo o por la legislación nacional,
y debida por un empleador a un trabajador en virtud de un contrato de
trabajo, escrito o verbal, por el trabajo que este último haya efectuado
o deba efectuar o por servicios que haya prestado o deba prestar. "

Adicionalmente,mediante la Ley 50 de 1990, fueron introducidas varias
reformas al CódigoSustantivo delTrabajo, específicamentey para el asunto
sub examine, citamos aquellas alusivas a los elementos constitutivos de
salario:

"Artículo 14. El artículo 127 del Código Sustantivo del Trabajo
quedará así: Artículo 127.Elementos integrantes. Constituye salario
no sólo la remuneración ordinaria, fija o variable, sino todo lo que
recibe el trabajador en dinero o en especie cornocontraprestación
directa del servicio, sea cualquiera la forma o denominación que
se adopte, como primas, sobresueldos, bonificaciones habituales,
valor del trabajo suplementario o de las horas extras, valor del trabajo
en días de descanso obligatorio, porcentajes sobre ventas y
comisiones. " / Negrillas del Despacho/

Por su parte, el canon 15 de la misma normativa, establece aquellos
emolumentosno constitutivos de salario, así:

"Artículo 15. El artículo 128 del Código Sustantivo del Trabajo
quedará así: Artículo 128. Pagos que no constituyen salario. No
constituyen salario las sumas que ocasionalmente y por mera
liberalidad recibe el trabajador del empleador, como primas,
bonificaciones o gratificaciones ocasionales, participación de
utilidades, excedente de las empresas de economía solidaria y lo que
recibe en dinero o en especie no para su benefzcio, ni para enriquecer
supatrimonio, sino para desempeñar a cabalidad sus funciones, como
gastos de representación, medios de transporte, elementos de trabajo
y otros semejantes. Tampoco las prestaciones sociales de que tratan
los titulas VIII y IX, ni los beneficios o awcilios habituales u
ocasionales acordados convencional o contractualmente u otorgados
en forma extralegal por el empleador, cuando las partes hayan
dispuesto expresamente que no constituyen salario en dinero o en
especie, tales como la alimentación, habitación o vestuario, las primas
extralegales, de vacaciones, de servicios o de navidad. " / Negrillas del
Despacho/

Se deduce entonces, que, si un emolumentoes percibidopor el empleadode
manera esporádica, casual o sin periodicidadno constituye salario, por el
contrario, si es percibidode forma habitual o periódica, constituye salario,
siendo una variable indispensable para su determinación la frecuencia o
periodicidadcon que se recibe.

Reforzandoel argumento, se trae a colaciónque, la CorteConstitucional en
sentencia de unificación 995/99, con ponencia del doctor Carlos Gaviria
Diaz,dispuso:
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«Para efectos del significado que en nuestro ordenamiento ha de tener
la voz salario y~sobre todo, para la protección judicial del derecho a su
pago cumplido, deben integrarse todas las sumas que sean
generadas en virtud de la labor desarrollada por el trabajador,
sin importar las modalidades o denominaciones que puedan
asignarles la ley o las partes contratantes. Así, no sólo se hace
referencia a la cifra quincenal o mensual percibida por el empleado _
sentido restringido y común del uocablo-, sino a todas las cantidades
que, por concepto de primas, vacaciones, cesantías, horas
extras -entre otras denominaciones-, tienen origen en la
relación laboral y constituyen remuneración o contraprestación
por la labor realizada o el servicio prestado. Las razones para
adoptar una noción de salario expresada en estos términos, no sólo se
encuentran en la referida necesidad de integración de los diferentes
órdenes normativos que conforman el bloque de constitucionalidad,
sino que son el reflejo de una concepción garantista de los derechos
fundamentales, que en materia laboral constituye uno de los pilares
esenciales del Estado Social de Derecho. /Negrillasdel Despacho/

Antes de lo mencionado, en la sentencia C-710 de 1996, el MáximoÓrgano
Constitucional había señalado sobre la definiciónde factor salarial:

«(... ) pues todo aquello que recibe el trabajador como contraprestación
directa de su servicio, sin importar su denominación, es salario. En
esta materia, la realidad prima sobre las formalidades
pactadas por los sujetos que intervienen en la relación laboral.
Por tanto, si determinado pago no es considerado salario, a pesar de
que por sus características es retribución directa del servicio prestado,
eljuez laboral, una vez analizadas las circunstancias propias del caso,
hará la declaración correspondiente (...)" / Negrillas del Despacho/

Lo indicado por la Corte Constitucional, desarrolla el precepto 53
constitucional en el cual se predica que "{....)La realidad prima sobre las
formalidades pactadas por los sujetos que intervienen en la relación laboral",
noción que conduce a establecer que determinadas sumas de dinero que de
formaprimigenia no hayan sido tomadas comoconstitutivas de salario, pero
que en realidad, tienen un carácter de periodicidady retribución directa por
la labor prestada, a pesar de estar excluidas inicialmente como factor
salarial, se deben considerar por el Juez natural, como tal, en razón a la
garantía de este principio.

En este contexto, se debe examinar el articulado del Decreto en cita, a la luz
del principio de la primacía de la realidad sobre las formas, el cual también
ha sido desarrollado por la Sala Laboral de la Corte Suprema de Justicia2
en extensa jurisprudencia, así:

"{....) Cabe advertir que conforme lo establece el artículo 53 de la Carta
Fundamental, el principio de la prevalencia de la realidad sobre las
formalidades establecidas por los sujetos de la relación laboral,
implica como lo ha sostenido esta Corporación, un reconocimiento a la
desigualdad existente entre trabajadores y empleadores, así como a la
necesidad de garantizar los derechos de aquellos, sin que puedan
verse afectados o desmejorados en sus condiciones por las simples
formalidades (...J. "

Por otra parte, el Consejode Estado, Sala de lo ContenciosoAdministrativo,
Sección Segunda, Subsección "B",radicado 2012-00260 (3568-15) del 02
de febrero de 2017, concluyóque la Leyes quien defmequé ingresos deben
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ser tenidos en cuenta para efectos de liquidar el salario, y, al respecto,
indicó: "(...) debe entenderse que todo pago con carácter retributivo, que
constituya un ingreso personal para el trabajador y que sea habitual, tiene
tal naturaleza o característica (...).»

Ahorabien, en cuanto a las bonificacioneshabituales, las dos Seccionesde
la Sala Laboral de la Corte Suprema de Justicia, han sido reiterativas al
afirmar que tales bonificacionestienen el carácter constitutivo de salario,
razón por la cual, deben ser tenidas en cuenta al momento de liquidar los
salarios y las prestaciones sociales.

Corolario de lo expuesto, constituye salario no solo la remuneracron
ordinaria, fija o variable, sino todo lo que percibe el trabajador en dinero o
en especie como contraprestación directa del servicio prestado,
independientementede la denominaciónque esta tenga, tales como,primas,
sobresueldos, bonificacioneshabituales, valor del trabajo suplementario o
de las horas extras, valor del trabajo en días de descanso obligatorioyIo
porcentajes sobre ventas o comisiones,por ende, es dable concluir que la
bonificaciónjudicial constituye salario.

DE LA BONIFICACION JUDICIAL COMO FACTOR
SALARIAL

Guardando coherencia con lo hasta aquí expuesto, se tiene, que en el
parágrafo del artículo 14 de la Ley 4A de 1992, el Legisladorautorizó al
Gobierno Nacional para que revisara el sistema de remuneración de
funcionariosy empleadosde la RamaJudicial (FiscalíaGeneralde la Nación)
sobre la base de la nivelación o reclasificación atendiendo criterios de
equidad, y, en el Decreto 0382 de 2013, se creó para los servidores de la
FiscalíaGeneral de la Naciónuna bonificaciónjudicial, la cual se reconoce
mensualmente y constituye únicamente factor salarial para la base de
cotizaciónal SistemaGeneralde Pensionesy al Sistemade SeguridadSocial
en Salud.

Como fue indicado, dicho decreto tuvo, además, como antecedente
importante, el acuerdo suscrito el 06 de noviembre de 2012, entre el
GobiernoNacionaly los Representantes de los funcionariosy empleadosde
la Rama Judicial y de la Fiscalía General de la Nación, donde se pactó el
reconocimientode una nivelaciónen la remuneración en los términos de la
Ley 4a de 1992.

Pese a ser clara, la causa y fmalidad de la "bonificaciónJudicial", el
Gobierno Nacional, en uso de su facultad reglamentaria limitó su
connotaciónde factor salarial, desnaturalizando la lógicay el sentido de la
Ley4a de 1992, la cual desarrollóo reglamentócon su creación, por lo que,
esta limitaciónno solo infringe el objetivoque ésta le había impuesto a la
nivelaciónsalarial de los funcionariosy empleados de la FiscaUa General
de la Nación, sino que vulnera flagrantemente el artículo 53 de la Carta
Suprema.

DE LA EXCEPCION DE INCONSTITUCIONALIDAD

En estos términos, con especial atención a las características de cada caso
y en aras de determinar si tal precepto resulta aplicable o no, se torna
necesario emplear la excepción de inconstitucionalidad o el control de
constitucionalidad por oia de excepción que se fundamenta en el artículo4°
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de la Constitución, el cual reza:

"La Constitución es norma de normas. En todo caso de
incompatibilidadentre la Constitucióny la ley u otra normajurídica, se
aplicarán las disposiciones constitucionales".

De forma preliminar resulta pertinente destacar, que al respecto del
concepto y alcance de esta figura, la Corte Constitucional, ha indicado:

"Lajurisprudencia constitucional ha definido que "la excepción de
inconstitucionalidad es una facultad o posibilidad (osi se quiere, una
herramienta) de los operadores jurídicos, en tanto, no tiene que ser
alegada o interpuesta como una acción;pero se configura igualmente
comoun deber, en tanto, las autoridades nopueden dejar de hacer uso
de ella en los eventos en que detecten una clara contradicciónentre la
disposición aplicable a un caso concreto y las normas
constitucionales".En consecuencia, esta herramienta se usa con el fin
de proteger, en caso concreto y con efecto inter partes, los
derechos fundamentales que se vean en riesgopor aplicaciónde una
norma de inferiorjerarquía y que, de forma clara y evidente, contraria
las normas contenidas dentro de la ConstituciónPolítica.»3 (Resaltado
del Juzgado)

En cuanto a las circunstancias que dan lugar a la aplicación de esta figura,
el AltoTribunal Constitucional, señaló:

" 5.2. Dichafacultad puede ser ejercidade manera oficiosa o a
solicitud de parte cuando se está frente a alguna de las siguientes
circunstancias:

La norma es contraria a las cánones superiores y no se ha
producido un pronunciam.iento sobre su constitucionalidad,
toda vez que "de ya existir un pronunciamiento judicial de carácter
abstracto y concreto y con efectos erga omnes, la aplicación de tal
excepción de inconstitucionalidaá se hace inviablepor los efectos que
dicha decisión genera, con lo cual cualquier providencia judicial,
incluidas las de las acciones de tutela deberán acompasarse a la luz
de la sentencia de controlabstracto que ya se hubiere dictado;

La reglaformalmente válida y vigente reproduce en su contenido otra
que haya sido objeto de una declaratoriade inexequibilidadpor parte
de la Corte Constitucional o de nulidad por parte del Consejo de
Estado, en respuesta a una acciónpública de inconstitucionalidad o
de nulidad por inconstitucionalidad según sea el caso; o

(O En virtud, de la especificidad de las condiciones del caso
particular, la aplicación de la norma acarrea consecuencias
que no estarían acordes a la luz del ordenamiento
iusfundamental. En otras palabras, 'puede ocurrirtambién que se
esté en presencia de una norma que, en abstracto, resulte conforme a
la Constitución, pero no pueda ser utilizada en un caso concreto sin
vulnerar disposiciones constitucionalesN.

(ii) En todocaso, vale lapena aclararque el alcance de estaftgura
es ínter-partes y, por contera, la norma inaplicada no desaparece del
sistema jurídico y continúa siendo válida. De modo que "Las
excepciones de constitucionalidadpueden ser acogidas o no por ésta
Corporación, no configura un precedente vinculante y tiene

- 12 -



preminencia sobre los fallos particulares que se hayan dado por vía de
excepción ", Así se preserva la competencia funcional de la Sala Plena
para pronunciarse de fondo sobre la materia, siendo esta la instancia
última de control de constitucionalidad de las leyes, conforme al
artículo241 superior."4 (Resaltado del Juzgado)

Además, frente a la observancia del bloque de Constitucionalidad para la
aplicación de la figura, expresó:

"Resulta que el funcionario encargado de la aplicaciónde una norma
de una norma jurídica, se encuentra en la obligación, no sólo de
verificar su conformidad con las disposiciones expresamente
consagradas en la ConstituciónPolíticade 1991, sino con el conjunto
de derechos humanos que cumplen con las siguientes características:
(i) que se encuentren contenidos en Tratados o Convenios
internacionales de derechos humanos ratificados por Colombia y (ii)
tales derechos sean de aquellos en los cuales se encuentre prohibida
su limitaciónen los estados de excepción.»

Conformea 10 anterior, le es imperioso al Despacho concluir, que esta figura
jurídica debe ser aplicada cuando se vislumbre una clara contradicción
entre una norma de rango legal y otra de rango constitucional, caso en el
cual imperan las garantías constitucionales cuyos efectos se circunscriben
únicamente al asunto particular y específicoque se alega.

Asu vez, se tiene que, el artículo 148 de la Ley 1437 de 2011, al referirse al
control por vía de excepción, establece: «En los procesos que se adelanten
ante lajurisdicción de lo contencioso administrativo, eljuez podrá, de oficio o
a petición de parte, inaplican.con efectos interpartes los actos administrativos
cuando vulneren la Constitución Política y la Ley. (...)"; por lo que, el control
por vía de excepción, respecto de un acto administrativo, puede ejercerse
por mandato constitucional y legal.

Esto, además, por cuanto de lo estudiado se desprende, que la causa y
finalidad de la bonificación judicial creada por el Gobiemo Nacional
mediante el Decreto0382 de 2013, es concretar los lineamientos del articulo
14 de la Ley 48 de 1992, que tuvo por finalidad lograr la nivelación salarial
de los servidores de la Fiscalía General de la Nación con la que se pudiera
concretar un equilibro en términos de remuneración, tal y como se
desprende de la lectura integral de la norma.

Así, se aprecia, que la disposición normativa contenida en el artículo 1 del
Decreto0382 de 2013 y sus decretos modificatorios,donde se establece que,
la bonificaciónjudicial: "...y constituirá únicamente factor salarial para la
base de cotización al Sistema General de Pensiones y al Sistema General de
Seguridad Social" contiene una contradicción, puesto que, a pesar de
reconocerle la condición de factor de salarial para la base de cotización del
Sistema de Seguridad Social y de Salud, la limita para los demás efectos
salariales y prestacionales, desconociendo así, los lineamientos de la Ley48

de 1992, que comoya se indicó, ordena equilibrar el salario entre los cargos
de los distintos nivelesjerárquicos de la Rama Judicial y nivelar los salarios
de los empleados de la Fiscalía General de la Nación.

Lo anterior, por cuanto, en el Decreto 0382 de 2013, se dispone que la
bonificaciónjudicial constituye un pago mensual, y, por lo tanto, habitual y
periódico, 10 que nos lleva a deducir, que cumple con las caracteristicas de
ser: una remuneración fija, en dinero y establecida como contraprestación



directa del servicio. De manera que, la restricción prevista en su artículo 10
contraria las previsiones normativas de la Ley 4a de 1992, en el artículo 53
de la Constitución Política,el Convenio95 de la Organización Intemacional
del Trabajo que defme el salario como la remuneración o ganancia, fijada
por acuerdo o por la Ley,debida por un empleador a un trabajador, por el
trabajo que éste último haya efectuado o deba efectuar, y el Convenio 100,
que señala que, el término "remuneración" comprende el salario o sueldo
ordinario, básico omínimo,y cualquier otro emolumento en dinero pagado
por el empleador al trabajador en concepto del empleo de éste último,
ratificados por Ley54 de 1962.

De esta manera, al ser la restricción prevista en el artículo 1del Decreto 382
de 2013 y sus decretos modificatorios, desconocedora de los mandatos de
optimizacióncontenidos en la Leyque desarrolla, vulnera a la demandante
los derechos a la remuneración mínima, vital y móvil, a la favorabilidad
laboral y progresividad, entre otros.

En vista de lo anterior, considera este Despacho necesario inaplicar por
inconstitucional la expresión "...constituirá únicamente factor salarial para
la base de cotización al Sistema General de Seguridad Social y al Sistema
General de la Seguridad Social en Salud (...)" contenida en el artículo 1o del
Decreto 0382 del 06 de marzo de 2013 y sus decretos modificatorios,con el
fin de que se tenga la bonificaciónjudicial que devengóla parte demandan te,
comofactor salarial para todos los efectos salariales y prestacionales.

3.1.2 CASO CONCRETO

Descendiendo al caso concreto, y, teniendo en cuenta el acervo probatorio
que reposa en el plenario digital, a la luz de 10 ordenado en el artículo 164
del C. G. del P., que establece que toda decisión judicial debe fundarse en
las pruebas regular y oportunamente allegadas al proceso, las cuales deben
ser analizadas en su conjunto de acuerdo a lo consagrado en el artículo 176
ibidem; se pudo establecer que:

La actuación administrativa ante la Entidad demandada se surtió, así:

El demandante presentó reclamación administrativa el 02 de agosto
del 2019 IFls. 37 - 54, archivo: "002CuademoPrincipal" del expediente
electrónico I , la cual fue resuelta mediante el Oficio SRAEC-31100-
20430-0328 del 27 de agosto de 2019 Ifl. 73-76 archivo:
"002CuademoPrincipal" del expediente electrónico I.

- Frente al mismo, el 05 de septiembre de 2019 el actor presentó
recurso de apelación Ifl. 77-79 archivo: "002CuademoPrincipal" del expediente
electrónico I, siéndole concedido mediante Resolución No. 0067 del 13
de septiembre de 2019. 1ft. 83-84 archivo: "002CuadernoPrincipal" del
expediente electrónico I
El recurso de apelación fue decidido negativamente mediante
Resolución No. 2 2474 del 21 de octubre de 2019, suscrita por la
subdirectora de Talento Humano. 1ft. 87-90 archivo:
"002CuademoPrincipal" del expediente electrónícoj'.

Obra así mismo, las siguientes pruebas de la relación laboral existente entre
las partes:

Constancia de Servicios Prestados donde reza que el señor OSCAR
IVANCHAVESDIAZ,identificado con la cédula de ciudadanía No.
1.085.247.389 expedida en Pasto, se encuentra vinculado con la

- 14-



Entidad desde el 06 de agosto de 2012, en provisionalidad, desempeña
el cargo de Conductor 1 y devenga la Bonificación Judicial. IFl. 7,
archivo "PruebasFiscalia" {.
Certificado de devengados y deducidos liquidados en la seccional
desde el 01 de enero de 2013 hasta e131 de diciembre de 2016, en los
que consta que el señor OSCARIVANCRAVESDIAZ,ha devengadola
bonificación judicial de manera mensual. IFls. 8-11, archivo
"PruebasFiscalla" {
Constancia Kardex de devengados y deducidos del año 2017 al 2023
donde se evidencia que el actor continúa devengando la bonificación
judicial de manera mensual. IFls. 12-18, archivo "PruebasFiscalía" /

- Liquidaciónde cesantías de los años 2013, 2014, 2015, 2016, 2017,
2018, 2020 Y2022, en las que consta que la bonificaciónjudicial no
se tuvo en cuenta como factor de liquidación. IFls. 24-29, archivo
"PruebasFiscalía" /

Resulta entonces, claro para este Despacho Judicial, que el señor OSCAR
IVAN CHAVES DIAZ, se ha desempeñado al servicio de la Fiscalía General
de la Nación,devengando la bonificaciónjudicial prevista en elDecreto0382
de 2013, sin que la misma haya sido tenida en cuenta comoparte integrante
de su salario, ello, a pesar de ser percibida mensualmente y como
retribución directa de sus servicios prestados, pues se advierte que tal
emolumento solo ha constituido base para el cálculo de los aportes al
Sistema General de Seguridad Social, y no para el cómputo de las
prestaciones sociales que el demandante ha devengado desde el momento
de creación.

Así las cosas, teniendo en cuenta lo ampliamente discurrido por el
Despacho, se concluye que, la bonificaciónjudicial descrita en el Decreto
0382 de 2013, reviste carácter salarial y tiene incidencia directa en todos
los emolumentos que percibe OSCAR IVAN CHAVEa DIAZ,ello por cuanto,
tal emolumento se causa de forma permanente y sucesiva, de allí, que
resulte imperiosa la obligación de reliquidar las prestaciones sociales y
salariales con base en la totalidad del salario que devenga.

3.1.3. CONCLUSION

Conforme a las consideraciones expuestas, se despacharán de forma
desfavorable las excepciones denominadas 1) CONSTITUCIONALIDADDE LA
RESTRICCIÓN DEL CARÁCTER SALARIAL, 2) APLICACIÓN DEL MANDATO DE
SOSTENIBILlDAD FISCAL EN EL DECRETO 0382 DE 2013. 3) LEGALIDAD DEL
FUNDAMENTONORMATIVOPARTICULAR,4) CUMPLIMIENTODE UN DEBERLEGAL, 5)
COBRO DE LO NO DEBIDO, 6) BUENA FE), Y 7) LAGENÉRICA, propuestas por la
entidad demandada, por cuanto está claro que la parte actora, tiene derecho
al reconocimiento y pago de la bonificaciónjudicial creada por el Decreto
382 del 6 de marzo de 2013, como factor salarial con la incidencia en la
liquidación de las demás prestaciones sociales percibidas.

Así mismo, de 10 probado en el proceso y conforme con los argumentos de
las partes, se concluye que al demandante no se le reconocióla bonificación
judicial comofactor salarial para la liquidación de sus prestaciones sociales,
incluyendo las cesantías, y, de conformidad, con el marco normativo y
jurisprudencial expuesto, la bonificaciónjudicial establecida en el Decreto
0382 de 2013, sí reviste carácter salarial y tiene incidencia prestacional,
haciendo parte, por tanto, de la asignación mensual, ostentando el carácter
permanente de la remuneración, y generando, por tanto, la obligación de
reliquidar las prestaciones sociales con base en la totalidad del salario
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devengado.

Aunado a lo anterior, se recuerda que, el decreto nace como consecuencia
de un acuerdo entre los sindicatos y el Gobiemo Nacional, con el único fin
de nivelar los salarios de los trabajadores beneficiarios, por ende, no es
posible pensar que la referida norma pueda ir en contravía del bloque de
constitucionalidady lo dispuesto en el parágrafo del articulo 14de la Ley4a
de 1992.

Considera entonces el Despacho, dando solución al problema juridico
planteado, que la bonificaciónjudicial, creada mediante el Decreto382 de
2013, constituye factor salarial para liquidar las prestaciones sociales
percibidas por la parte actora, por lo tanto, deberá tenerse en cuenta para
la liquidación de la bonificación por servicios prestados, la prima de
productividady la prima de servicios.

En esta medida, comoya se indicó, se dará aplicación a la excepciónde
inconstitucionalidadprevista en el artículo 4° de la ConstituciónPolítica,en
concordancia con el articulo 148 de la ley 1437 de 2011, y se inaplicará la
frase: "... y constituirá únicamente factor salarial para la base de cotización
al Sistema General de Pensiones y al Sistema General de Seguridad Social en
Salud", contenida en el artículo 1o delDecreto0382 de16demarzode 2013.

En consecuencia, se declarará la nulidad de los actos acusados, ordenando
a título de restablecimientodel derechoa la NACION- FISCALIA GENERAL
DE LA NACION, la reliquidación de las primas de servicios, de
productividad, de navidad, de vacaciones, cesantías e intereses a las
cesantías, bonificaciones por servicios prestados y demás emolumentos
prestacionales, devengadaspor el demandante, a partir delmomentoen que
se causó el derecho, a saber, 10 de enero de 2013, sin perjuicio de lo
señalado en el acápite "Prescripción"de la presente providencia, teniendo
en cuenta la bonificaciónjudicial para cada año, conforme los valores
dispuestos en las tablas fijadas en el Decreto382 de 2013.

Se precisa, que el restablecimientodel derecho se ordenará desde la fecha
mencionada, de acuerdo a 10 probado con la constancia laboral y de
"devengadosy deducidos" expedidas por la entidad accionada, donde se
señalan los extremos temporales del servicio que el señor OSCAR IVAN
CHAVES DIAZ presta a la Fiscalía General de la Nación; pruebas que no
fueron objetadas por la parte demandante.

Finalmente, con respecto a la solicitud de declarar la nulidad de las
ResolucionesNo. 1930 de 2013, 1507 de 2014, 1282 de 2015 y 0352 de
2016, por medio de las cuales se liquida y reconoce unas cesantías a la
demandante, se despachara desfavorablemente,en tanto, la aplicación de
la excepciónde inconstitucionalidad incluye la obligaciónpor parte de la
entidad demandada de reliquidar bajo los parámetros de esta providenciala
totalidad de las prestaciones sociales devengadas por la actora, incluida la
prestación reconocidaen tales actos administrativos.

3.1.4 PRESCRIPCIÓN.

En la Sentencia de Unificación-SUJ-016-CES2-2019- de 2 de septiembre
de 2019, Sección 2°-Sala de Conjueces, C.P. Dra. Carmen Anaya de
Castellanos, se cambia la línea jurisprudencia! y se fijauna nueva posición
frente al fenómenode la prescripción:



«••. ahora, en materia de acciones laborales ejercidas por empleados
públicos y trabajadores oficiales, los artículos 41 y 102 de los Decretos
3135 de 1968 y 1848 de 1969, establecen6: (i) que el termino de
prescripción es de tres (3) años, contados a partir de la exiqibilidad del
derecho alegado y; (íi) que la prescripción se interrumpe, por un lapso
igual, con el simple reclamo escrito del empleado o trabajador ante la
autoridad encargada de reconocer el derecho.

Lo anterior implica que la prescripción requiere, como elemento sine qua
non, que el derecho sea exigible, puesto que a partir de que se causa dicha
exigibilidad, inicia el conteo de los 3 años con los que cuenta el empleado
o trabajador para acudir ante la jurisdicción de lo contencioso
administrativo, término que será interrumpido solo con lapresentación de
un reclamo escrito del derecho ante la autoridad encargada de
reconocerlo.

Yagrega:

En atención a lo anterior, en cada caso en concreto se debe establecer: (i)
el momento en que el derecho se tomó exigible y (U)el momento en que se
interrumpió la prescripción, para, a partír de la última fecha
(presentación del reclamo escrito), contar 3 años hacia atrás y
reconocer como debido por pagar solo 3 años anteriores a la
interrupción. (subrayas propias).

Es claro entonces, que el Despacho debe establecer el momento en que el
derecho se tornó exigible, para luego, verificar la interrupción de la
prescripción, a partir, de la última fecha de presentación del reclamo,
contando 3 años hacia atrás, para reconocer como debido solo este lapso
temporal.

Para el efecto se tiene, que el derecho a la BonificaciónJudicial se hizo
efectivoello de enero de 2013, por disposición del Decreto0382 de 2013,
pero se encuentra probado en el expediente que el señor OSCAR IVAN
CHAVES DIAZ, acudió a solicitarel reconocimientoy pagode la bonificación
judicial ante la entidad accionada el día 02 de agosto del 2019, por tanto,
se le reconocerá la reliquidaciónde las prestaciones sociales desde la fecha
en que adquirió el derecho, pero con efectos fiscales, a partir, del 02 de
agosto del 2016, en consideración, a que entre la fecha de la solicitudy la
fecha en la cual se hizo exigibleel pago de la bonificaciónjudicial (1o de
enero de 2013), pasaron más de tres años operando el fenómeno de la
prescripción trienal de acuerdo al precedente jurisprudencial citado.

Se aclara que, sobre los aportes a pensión, dejados de consignar por la
entidad demandada, no opera el fenómenode prescripción, toda vezque, los
aportes a pensión no pueden ser sustituidos y garantizan la viabilidad
financiera del Sistema General de Pensiones; tampoco pueden ser objetode
suspensión de la acción de cobro, pues, con tal proceder se haría nugatorio
un derecho que es imprescriptible, criterio que también resulta aplicable a
las acciones de cobro de los aportes en mora en el Sistema General de
RiesgosProfesionales;por lo que, dicho reconocimientose aplica a partir del
7 de enero de 1993, fecha en que entró en vigencia el artículo 14 de la Ley
411.de 1992.

4. LA INDEXACiÓN DE LAS SUMAS RECONOCIDAS

De igual forma, se ordenará que la demandada pague al demandante las
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sumas de dinero dejadas de percibir, equivalentes a la diferencia entre lo
efectivamente recibido por él y lo que le corresponde al liquidarse dicha
prestación, con base en lo aquí ordenado.

A las sumas adeudadas a la parte actora se les aplicarán los reajustes de
Leyy la actualización de conformidad con la siguiente fórmula financiera
acogida por el H. Consejode Estado:

R= RH x ÍNDICE FINAL
ÍNDICE INICIAL

En donde (R) es el valor presente y se determina multiplicando el valor
histórico (Rh),que es lo dejado de percibir por el demandante desde la fecha
en que se causó el derecho, por el guarismo que resulte de dividir el índice
final de precios al consumidor, certificadopor el DANE,vigente a la fecha de
ejecutoria de esta sentencia, por el índice inicial vigente a la fecha de
exigibilidad de la respectiva obligación. Por tratarse de pagos de tracto
sucesivo la fórmula se aplicará separadamente, mes por mes; efectuándose
los descuentos por concepto de aportes para pensión y salud sobre los
factores que se incluyan.

Leasiste entonces el deber a la demandada de emitir una nueva resolución,
en la que liquide los reajustes y los descuentos de Leyy demás operaciones,
o compensaciones contables a que haya lugar, conformea lo anteriormente
expuesto, así comocumplir la sentencia dentro de los términos establecidos
para ello por los articulas 192 y 195 del Código de Procedimiento
Administrativoy de lo ContenciosoAdministrativo (CPACA).

5. COSTAS

En virtud de 10 consagrado en el articulo 188 de la ley 1437 de 2011, en
concordancia con el articulo 365 del CódigoGeneral del Proceso?',no hay
lugar a condenar en costas, por cuanto, no se evidenciasu causación. Esto
de conformídadcon elArticulo20delAcuerdoPSAA16-10554deIS de agosto
de 2016 expedido por el Consejo Superior de la Judicatura "Por el cual se
establecen tarifas de agencias en derecho".

En mérito de lo expuesto, el JUZGADO 403 ADMINISTRATIVO
TRANSITORIO DELCIRCUITO DE MANlZALES,administrando justicia en
nombre de la República de Colombiay por autoridad de la Ley,

FALLA

PRIMERO: INAPLICARpara el caso concreto, en virtud de la excepciónde
inconstitucionalidad prevista en la Constitución Política, la frase (/y

CONSTITUIRA ONICAMENTE FACTOR SALARIAL PARA LA BASE DE COTIZACIÓN AL SISTEMA
GENERAL DE PENSIONES y AL SISTEMA GENERAL DE SEGURIDAD SOCIAL EN SALUD"
contenida en el artículo 10del Decreto 0382 del 06 de marzo de 2013 y sus
decretos modificatorios,de conformídad con lo expuesto en la parte motiva
de esta providencia.

SEGUNDO: DECLARAR NO PROBADAS las excepciones denominadas
"CONSTITUCIONALIDAD DE LA RESTRICCiÓN DEL CARÁCTER SALARIAL",
"APLICACiÓN DELMANDATODESOSTENIBILIDADFISCALEN EL DECRETO0382 DE
2013", "LEGALIDAD DEL FUNDAMENTONORMATIVOPARTICULAR","CUMPLIMIENTO
DEUNDEBERLEGAL", "COBRO DE LO NO DEBIDO"y "BUENA FE". propuestas por
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la entidad accionada, por las razones expuestas en la parte motiva de esta
sentencia.

TERCERO: DECLARAR PROBADA la excepción de "PRESCRIPCIÓNDELOS
DERECHOSLABORALES", conforme a los argumentos expuestos en la parte
considerativa de esta providencia.

CUARTO: DECLARAR LA NULIDAD de los actos administrativos contenidos
en el Oficio SRAEC-31100-20430-0328del 27 de agosto de 2019 y la
Resolución No. 22474 de121 de octubre de 2019, mediante las cuales la
NACIÓN - FISCALIA GENERAL DE LA NACIÓN negó el reconocimientoy
pago de la bonificaciónjudicial comofactor salarial para la reliquidaciónde
los emolumentos prestacionales del señor OSCARIVANCHAVESDIAZ,de
acuerdo a las consideraciones expuestas en la motivación de esta
providencia.

QUINTO: Como consecuencia de lo anterior y a titulo de restablecimiento
del derecho CONDENAR a la NACiÓN - FISCALIA GENERAL DE LA
NACION, a reconocer, reliquidar y pagar las prestaciones sociales del señor
OSCAR IVAN CHAVES DIAZ,identificadocon la cédula de ciudadanía No.
1.085.247.389 expedida en Pasto, con la integración de las diferencias en
los valores recibidos por prima de servicios, prima de navidad, prima de
vacaciones, prima de productividad, cesantías, intereses a las cesantías,
bonificaciónpor servicios prestados y demás emolumentos percibidos, con
la inclusión de la bonificaciónjudicial como factor salarial, atendiendo el
cargo desempeñado, a partir del 10 de enero de 2013, pero con efectos
fiscales a partir del 02 de agosto del 2016, por haber operado la
prescripción trienal.

De la misma forma, la mencionada bonificaciónjudicial deberá considerarse
salario para la liquidación de todos los emolumentos que sean percibidos
por el demandante, mientras se desempeñe comoempleadode la NACIÓN -
FISCALIA GENERAL DE LA NACION, siempre y cuando el cargo que ejerza
sea de aquellos que devengue tal asignación.

SEXTO: SE ORDENA a la entidad demandada dar cumplimientoal presente
fallo en los términos previstos en el articulo 187 (incisofinal), en el articulo
192y en el numeral 4 del articulo 195de la Ley1437de 2011, previniéndose
a la parte demandante sobre la carga prevista en el inciso segundo del
artículo 192 citado.

SÉPTIMO: A las sumas que resulten a favor del demandante en virtud de
esta sentencia, se le debe aplicar la fórmula de la indexación señalada en la
parte motiva (Artículo187 del CPACA),y devengaran intereses moratorios a
partir de su ejecutoria.

OCTAVO: Sin condena en costas.

NOVENO: NIEGUESE las demás pretensiones de la demanda.

DECIMO. En firme esta sentencia, DEWELVASE el expediente al Juzgado
de origen, para que se sirva LIQUIDAR los gastos del proceso, DEVOLVER
los remanentes si los hubiere y ARCHIVAR el expediente dejando la
respectiva constancia secretarial.

UNDECIMO: NOTIFICAR la presente providencia conformeal artículo 203
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de la Ley 1437 de 2011, contra la cual procede el recurso de apelación en
los términos del artículo 247 del C.P.A.C.A.

NOTIFÍQUESE y CÚMPLASE

JUZGADO 403 ADMINISTRATIVO TRANSITORIO DEL CIRCUITO
MANIZALES - CALDAS

NOTIFICACI6N POR ESTADO

La providencia anterior se notifica en el Estado
No. 071 DEL 02 DE OCTUBRE DEL 2023

'~ ;;/\. 1t' r~i\ci.!(~'l
\{ q QK~.-=_:_7·~ _/

VALERIA C~AS CARDONA
Secretaria Ad-Hoc



REPÚBLICA DE COLOMBIA
RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO

TRIBUNAL ADMINISTRATIVO
DEL VALLE DEL CAUCA

SENTENCIA NII106
Aprobada en Acta N° 006

Santiago de Cali, quince (15) de mayo de dos mil veinticuatro (2024)

!RADICACIÓN 63-001-33-33-002-2020-00032-01
MEDIO DE CONTROL INULIDAD y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO LABORAL
~CCIONANTE Osear Iván ChávezDiaz

IApoderado: Cesar Felipe Gómez Villabon
lcesarfelioeaomez11@qmail.com

ACCIONADO INACIÓN- FISCALÍA GENERAL DE LA NACIÓN.
·ur.notificacionesiudicialescüJfiscalia.lwv.co

TEMA !BONIFICACIÓN JUDICIALIDECRETO 382 DE 2013
DECISIÓN ~ONFIRMA SENTENCIA APELADA

Magistrado ponente: DIEGO LEÓN GÓMEZ MARTÍNEZ

Procede la Sala Transitoria de este Tribunal, a resolver el recurso de apelación
interpuesto por la parte demandada, contra la Sentencia No. 265-2023del
veintinueve (29) de septiembre del dos mil veintitrés (2023)proferida por el
Juzgado 403 Administrativo del Circuito Judicial de Manizales.

1. ANTECEDENTES
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Demandante: Osear Iván Chávez Diaz
Demandado: Nación - Fiscalía General de la Nación
Radicado: 63001-3333002-2020-00032-00

Por conducto de apoderado judicial, el señor Jorge Iván Nieto Robles, en
ejercicio del medio de control de nulidad y restablecimiento del derecho,
consagrado en el artículo 138de la Ley 1437de 2011 (en adelante CPACA),
demandó a la Fiscalía General de la Nación. En dicha demanda planteó las
pretensiones con el fin de obtener las siguientes,

1.1. Declaraciones y condenas

Pretende la parte demandante se inaplique parcialmente y por
inconstitucionalidad la expresión JI constituirá únicamente factor salarial
para la base de cotización al Sistema General de Pensiones y al Sistema
General de Seguridad Social en Salud" contenida en los artículos 10 de
los Decretos 382 del 2013, 022 de 2014, 1270 de 2015, 247 de 2016,1015
de 2017 y 341 de 2018, y, se declare la nulidad parcial del Oficio
SRAEC-31100- 20430-0328 del 27 de agosto de 2019, expedido por la
Subdirección Regional de Apoyo - Eje Cafetero y de la Resolución
No. 22474 del 21 de octubre de 2019 proferida por la Subdirectora de
Talento Humano, que le negaron el reconocimiento, pago e
indexación de la bonificación judicial como factor salarial a la hora
de liquidar sus prestaciones sociales, así como de las resoluciones No.
1930 del 31 de diciembre de 2013, 1507 del 26 de diciembre de 2014,
1282 del 29 de diciembre de 2015 y 0352 del 30 de diciembre de 2016,
mediante las cuales se le reconocieron sus cesantías anualizadas.

A título de restablecimiento del derecho, depreca el pago de las
diferencias en las prestaciones sociales percibidas desde el mes de
enero de 2013, dándole connotación salarial a la bonificación judicial
mensual, así como que a futuro se liquiden sus prestaciones
teniéndola en cuenta; la indexación de las sumas de dinero
reconocidas, la condena en costas y en agencias en derecho a la parte
accionada y el cumplimiento de la sentencia en los términos del
artículo 192 del CPACA.

1.2. Hechos de la demanda

El demandante relata haber estado vinculado a la Fiscalía General de la
Nación antes de 2013, razón por la cual fue beneficiado con la bonificación
judicial de forma mensual. Explica que la bonificación judicial fue otorgada
como consecuencia del cese de actividades de la Rama Judicial y la Fiscalía
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Demandante: Osear Iván Chávez Diaz
Demandado: Nación - Fiscalía General de la Nación
Radicado: 63001-3333002-2020-00032-00

General de la Nación en 20121 con el propósito de nivelar salarialmente a los
servidores judiciales, según lo establece el párrafo del artículo 14 de la Ley 4ª
de 1992. Para lograr el levantamiento del cese de actividades, el Gobierno
Nacional se comprometió a conceder esta bonificación judicial, creada
mediante el Decreto 382 de 2012 en su artículo 10.

Sin embargo, que se limitó su carácter de factor salarial únicamente para la
base de cotización al Sistema General de Pensiones y al Sistema General de
Seguridad Social en Salud.

El demandante señala que ha recibido la bonificación judicial mensual desde
enero de 2013, pero esta no ha sido tomada en cuenta para la liquidación de
las prestaciones devengadas, como las cesantías, intereses sobre las cesantías,
prima de servicios, bonificación por servicios prestados, prima de vacaciones,
prima de navidad, vacaciones, prima de productividad, entre otras. Sin
embargo, sí se aplican descuentos de seguridad social y se considera para las
obligaciones tributarias.

Agregó que, la bonificación judicial cumple con los requisitos para ser
considerada como salario, según lo establecido en los Convenios No. 095 de
1949y 100de 1951de la OIT, ratificados mediante la Ley 54 de 1962,así como
en la Ley 54 de 1978,el artículo 12 del Decreto 717 de 1978,el artículo 42 del
Decreto 1042 de 1978 y el artículo 127 del eSTo Esto se debe a su carácter
retributivo, su percepción habitual y periódica, y su naturaleza como
contraprestación directa y onerosa por el servicio prestado a la entidad
demandada. Por lo tanto, al no considerarse como salario para la liquidación
de las prestaciones sociales, se ve afectada negativamente la remuneración y
el reconocimiento prestacional del demandante.

Por lo anterior, presentó reclamación administrativa ante la entidad
demandada, quien respondió negativamente mediante el oficio SRAEC-
31100-20430-0328del 27 de agosto de 2019. Posteriormente, el demandante
interpuso recurso de apelación el5 de septiembre de 2019,el cual fue resuelto
mediante la Resolución No. 22474 del 21 de octubre de 2019, ratificando la
decisión anterior.

1.3. Normas violadas y concepto de violación según la parte adora
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Demandante: Osear Iván Chávez Diaz
Demandado: Nación - Fiscalía General de la Nación
Radicado: 63001-3333002-2020-00032-00

En primer lugar, se mencionan las normas de orden constitucional, que
incluyen el Preámbulo y los artículos 1, 2, 4, 25, 53Y121de la Constitución
Política. En segundo lugar, se señalan las normas de orden legal, entre las
cuales se encuentran el artículo 2 literal a) de la Ley411 de 1992,el artículo 12
del Decreto717de 1978,el artículo42del Decreto1042de 1978,el artículo 127
del CSTy el artículo 152numeral 7° de la Ley 270 de 1996.Por último, se
mencionan las normas de orden supralegal, representadas por el Convenio
No. 095de 1949de la OIT,ratificadomediante la Ley54de 1962.

En cuanto al concepto de la violación; considera el apoderado de la parte
actora, que las normas cuya inaplicación solicita y los actos administrativos
enjuiciados desconocen la Ley 54 de 1962por medio de la cual se ratificó el
Convenio No. 095 de 1949que brinda una protección al salario; estimando
que, su noción, naturaleza, concepto y sus elementos constitutivos, son
objetivos,en razón a que, son todas las sumas que habitual y periódicamente
recibe el empleado como retribución por sus servicios; lo que desconoce la
entidad demandada al no considerar para la liquidación de las prestaciones
la bonificación mensual percibida, lo que genera que las mismas sean
liquidadas en un porcentaje menor al que efectivamente recibe el
demandante.

Considera infringido el preámbulo y el artículo 2 de la Constitución Política
que tiene comoobjetivoasegurar a todos loshabitantes del territorionacional
sus derechos y garantías, así como el trabajo y la justicia, que no se ha
respetado la entidad accionada al desconocer que la remuneración y
prestaciones del accionante debe ser proporcional a su trabajo, toda vez que,
la mismas no son calculadas sobre todo lo que mensualmente devenga, sino
sobre un valormenor ya que no se incluye la bonificaciónmensual.

De la misma forma, señala transgredido el artículo 4 Supremo, en tanto, se
desconoce por la entidad demandada que el trabajo es derecho y una
obligación social que goza de especial protección del Estado, así como el
principio de primada de la realidad y favorabilidad para todas las personas,
que se concreta en el caso del demandante en liquidar sus prestaciones
socialessin incluir labonificaciónjudicial,pese a tener todas las características
para ser considerada comosalario.

A su vez, alega la violacióndel artículo 2 literal a) de la Ley41de 1992en la
que se indicó que bajoninguna circunstanciapodría desmejorarselos salarios
y prestaciones sociales de los servidores del Estado y de los artículos 12 del
Decreto717de 1978,42del Decreto1042de 1978y 127del CST,que consagran
como salario toda suma que habitual y periódicamente se reciba como
retribución del servicio, supuesto que se cumple con la bonificaciónjudicial
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Demandante: Osear Iván Chávez Diaz
Demandado: Nación - Fiscalía General de la Nación
Radicado: 63001-3333002-2020-00032-00

mensual, pero que la entidad accionada desconoce para la liquidación de
prestaciones sociales.

Agrega que se soslayael mandato de la Ley270de 1996(artículo152numeral
7°) que señala como derecho de los servidores de la Rama Judicial el de
percibir una remuneración acorde con su función, dignidad y jerarquía, que
no puede ser disminuida comoen este casoocurre al liquidar las prestaciones
socialesconbase en valoresmenores a los efectivamenterecibidos.

Cita como fundamentos jurisprudenciales lo expuesto en concepto de 11 de
septiembre de 2003,por la Sala de Consulta y ServicioCivil del Consejode
Estado frente a las características del salario, que resume, en su carácter
retributivo, en la habitualidad y periodicidad de su pago, en que no opera por
la mera liberalidad del empleador y que constituye un ingreso personal del
trabajador; argumento que refuerza, citando el concepto No. 954 del 21 de
febrero de 1997,la sentencia de 4 de agosto de 2007de la misma corporación
y las sentenciasC-892de 2009,SU-995de 1999,C-710de 1996y C-401de 2005
de la Corte Constitucional.

Finalmente, basado en cita doctrinaria reitera que la noción, naturaleza y
concepto de salario, así como sus factores y elementos constitutivos es
objetivo.

1.4. Contestaciónde la demanda

La entidad vinculada por pasiva, mediante apoderado judicial presentó
escrito de contestación,en el que, refiere sobre los hechos que se atiene a los
probados, pero aclara que la bonificaciónjudicial es producto de un Acuerdo
que desarrolla los Conveniosde la OITy la jurisprudencia constitucionalque
reconoce la posibilidad de que los servidores públicos intervengan en la
definiciónde sus condicionesde empleo, el cual generó la destinaciónde unos
recursos específicospor el GobiernoNacional.

Subraya que las autoridades y los representantes sindicales negociaron,
concertaron y aprobaron la formula salarial que finalmente se plasmó en el
Decreto 0382 de 2013, así como la limitación del carácter salarial de la
bonificaciónjudicial, como consta en el Acta No. 025del 08de enero de 2013
de la Mesa TécnicaParitaria conformada para desarrollar el Acuerdo del 06
de noviembre de 2012,en la que se plasmó la limitacióna su carácter salariaL

Se opone a todas las pretensiones de la demanda considerando que carecen
de fundamentación fáctica y jurídica por cuanto los actos demandados se
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Demandante: Osear Iván Chávez Diaz
Demandado: Nación - Fiscalía General de la Nación
Radicado: 63001-3333002-2020-00032-00

limitaron a cumplir un deber legal que le impuso el legislador a través del
Decreto0382de 2013,el cual cuenta con vigenciay validez jurídica al ceñirse
a la Constitucióny a la Ley,oponiéndose de la misma forma a la condena en
costasy agenciasen derecho.

Citó las Leyes 199de 1995y 332de 1996,afirma que es dable mediante una
norma jurídica y frente a regímenes especiales,excluir sumas de dinero que
habitualmente percibe el empleado para efectos de liquidarle determinadas
prestaciones sociales, lo cual no vulnera la Constitución Política, ni norma
alguna del ordenamiento jurídico, indicando que el Ministerio Público y la
Corte Constitucional han precisado frente al régimen salarial y prestacional
de los empleados públicos que la Constitución y el Congreso se limitan a
señalarnormas generalespero corresponde alGobierno,en virtud del carácter
dinámico de los sueldos y prestaciones de los servidores, modular o ajustar
dichamateria, lo cual fue evidenciado en la declaratoria de exequibilidad que
sobre el artículo 14de la Ley4ª de 1992hizo la Corte Constitucional.

Resaltaque, sibien un pago laboralpuede incluirsedentro de la definiciónde
"salario", ello no implica tal reconocimiento automático como base para
liquidar las prestaciones sociales y demás emolumentos laborales, dada la
mentada facultad del legislador para determinar cuál pago se incluirá como
base en la liquidación de otros factores, como lo dispone el artículo 128del
CST.

Finalmente manifiesta después de transcribir múltiples apartes
jurisprudenciales, que el artículo 10 del Decreto 382 de 2013 se encuentra
amparado por la presunción de legalidad y que esta no logro ser desvirtuada
mediante una excepciónde inconstitucionalidad, que no es posible otorgarle
un alcance superior al dispuesto por el Gobierno Nacional, por cuanto ello
provocaría que se ordenara la disposición de recursos públicos adicionales
fracturando elmandato de sostenibilidad fiscal,además de consideraseque la
entidad emitió los actos demandados en cumplimiento de un deber legal no
correspondiéndole modificar la interpretación o aplicación del mencionado
decreto que goza de legalidad, por lo que, se estaría en presencia de un cobro
de lo no debido, siendo procedente declarar prescritos los derechos que se
hayan causado con anterioridad al 02de agosto de 2016
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Propuso como medios exceptivos: 1) constitucionalidad de la restricción del
carácter salarial, 2) aplicación del mandato de sostenibilidad fiscal en el decreto 0382
de 2013, 3) legalidad del fundamento normativo particular, 4) cumplimiento de un
deber legal, 5) cobrode lo no debido, 6)prescripción de los derechos laborales, 7) buena
fe y 8) la genérica.

1.5. Lasentenciaapelada

ElJuzgado 403Administrativo Transitorio del Circuito de Manizales resolvió:

"PRIMERO: lNAPUCAR para el caso concreto, en virtud de la excepción de ¡nconstitucionalidad
prevista en la Constitución Política, la frase "y CONSTITUlRAÚNICAMENTEFACTORSALARIALPARA
LA BASE DE COTIZACIÓNAL SISTEMA GENERAL DE PENSlONES y AL SISTEMA GENERAL DE
SEGURIDAD SOCIAL EN SALUD" contenida en el articulo 1Q del Decreto 0382 del 06 de marzo de 2013
y sus decretos modificatorios, de conformidad con lo expuesto en la parte motioa de esta prooidencia.

SEGUNDO: DECLARAR NO PROBADAS las excepciones denominadas
"CONSTITUCIONALIDAD DE LA RESTRICCIÓN DEL CARÁCTER SALARIAL". ''APLICACIÓN DEL
MANDATO DE SOSTENIBILIDAD FISCAL EN EL DECRETO 0382 DE 2013", "LEGALIDAD DEL
FUNDAMENTONORMATIVOP,1RTICULAR","CUMPLIMIENTODE UN DEBERLEGAL", "COBRO DE LO NO
DEBIDO" Y "BUENA FE", propuestas por la entidad accionada, por las razones expuestas en/a parte
motiva de esta sentencia.

TERCERO: DECLARAR PROBADA la excepción de "PRESCRIPCIÓN DE LOS DERECHOS
LABORALES", conforme a los argumentos expuestos en la parte de consideratioa esta providencia.

CUARTO: DECLARAR LA NULIDAD de los actos administrativos contenidos en el Oficio SRAEC-
31100-20430-0328 del 27 de agosto de 2019 y la Resolución No. 2 2474 del 21 de octubre de 2019,
mediante las cuales la NACIÓN - FlSCALIA GENERAL DE LA NACIÓN negó el reconocimiento
y pago de la bonificación judicial como factor salarial para la reliquidacién de los emolumentos
prestacionales del señor OSCAR IVAN CHAVES DIAZ, de acuerdo a 1I1sconsideraciones expuestas en
la motivación de esta providencia.

QWNTO: Como consecUI..mcia de 10 anterior y a título de restablecimiento del derecho
CONDENAR a la NACIÓN - FlSCALIA GENERAL DE LA NACION, a reconocer,
reliquidar y pagar las prestaciones sociales del señor OSCAR WAN CHAVES DIAZ, identificado
con la cédula de ciudadanía No. 1.085.247.389 expedida en Pasto, con la integración de las diferencias
en los valores recibidos por prima de seruicioe, prima de navidad, prima de vacaciones, prima de
productividad, cesantías, intereses a las cesantías, bonificación por servicios prestados y demás
emolumentos percibidos, con la inclusión de la bonificación judicial como factor salarial, atendiendo
el cargo desempeñado, a partir del 1'1de enero de 2013, pero COl1 efectos fiscales a partir del 02 de
agosto del 2016, por haber operado la prescripción trienal.

De la misma forma, la mencionada bonificacíén judicial deberá considerarse salario para la liquidación
de todos los emolumentos que sean percibidos por el demandante, mientras se desempeñe como empleado
de la NACIÓN - FlSCALIA GENERAL DE LA NACION, siempre y cuando el cargo que ejerza sea
de aquellos que devengue tal asignación.

SEXTO: SE ORDENA a la entidad demandada dar cumplimiento al presente fallo en los términos
previstos en el artículo 187 (inciso final), m el artículo 192y en el numeral 4 del artículo 195de la Ley
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1437de 2011, previniéndose a la parte demandante sobre la cargaprevista en el inciso segundo del
articulo 192citado.

SÉPTIMO: A las sumas que resulten afavor del demandante en virtud de esta sentencia, se le debe
aplicar la fórmula de la indexación señalada en la parte motiva (Articulo 187 del CPACA), y
deoengaran intereses moratorios a partir de su ejecutoria.

OCTAVO: Sin condena en costas.

NOVENO: NIEGUESE las demás pretensiones de la demanda.

DECIMO. En firme esta sentencia, DEVUEL VASE el expediente al Juzgado de origen, para que se
sirva LIQUIDAR los gastos del proceso, DEVOLVER los remanentes si los hubiere y ARCHIVAR
el expediente dejando la respectiva constancia secreiarial.

UNDECIMO: NOTIFICAR la presente providencia conforme al artículo 2a3 de la Ley 1437 de
2011, contra la cual procede el recurso de apelación en los términos del artículo 247 del C.PA.CA.

1.6. Recursode apelación

La Fiscalía General de la Nación, por intermedio de su apoderado,
descontenta con la decisión de primera instancia interpuso recurso de
apelación contra la sentencia que la contiene, manifestando de manera general
que una vez analizado dicho fallo, todas las actuaciones y los pagos estuvieron
soportados en las normas sustantivas y procesales vigentes, motivo por el cual
solicitó revocar la sentencia de primera instancia y como consecuencia negar
las pretensiones de la demanda.

Adicional a lo anterior, solicitó "Se siroa conceder el RECURSO DE
APELACION para su correspondiente trámite ante el superior jerárquico. 2. Se sirta
REVOCAR elfallo de primera instancia proferido por el juzgado 403 administrativo
transitorio del circuito judicial deMANIZALES del 22 de septiembre de 2023, dentro
de la acción de la referencia, y en su lugar, se nieguen las pretensiones del
demandante. 3. En caso de que no se revoque elfallo dado por el Despacho, solícito se
siroan hacer referencia específica respecto de la jurisprudencia que esta defensa cita en
la contestación de la demanda.

Como sustento de 10 anterior y en desarrollo del escrito de apelación se
sostiene por parte de la Fiscalía General de la Nación que:

1) La competencia de determinar el salario de los empleados públicos está en
cabeza del Gobierno Naciana!'
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2) Se desconoce que el Decreto 382 de 2013, está vigente en nuestro
ordenamiento jurídico por lo que goza de plena validez al encontrarse
amparado en el principio de legalidad, por lo que la FiscalíaGeneral de la
Naciónactúo en cumplimientode un deber legal,al aplicar elDecreto0382
de 2013y demás normas concordantesel cual goza de plena presunción de
legalidad y por ende es de obligatoriocumplimiento.

3) Se desconocela definiciónde salario tanto en el ámbito internacional como
el nacional.

4) Se desconoceel precedente jurisprudencial del Consejode Estado y de la
Corte Constitucional sobre la discrecionalidad del legislador para
determinar qué constituyeo no salario.

S) Se desconoce que el Decreto 382 de 2013 fue el resultado de una
negociacióncolectivaentre el Gobiernoy los representantes de la Fiscalía
General de la Nación.

6) Que la excepciónde inconstitucionalidadrequiere que el operador jurídico
asuma la carga argumentativa de desvirtuar la presunción de
constitucionalidad que ampara a la norma sometida a revisión en un caso
concreto, por tanto considera que el Juzgado Administrativo Transitorio
de Manizales no argumentó de manera clara y expresa los preceptos
constitucionales y legales transgredidos y su incidencia en la decisión
adoptada.

1.7. Trámite procesal

El 17 de agosto de 2021,el Juzgado Segundo Administrativo del Circuito de
Armenia admitió la demanda, estando dentro del término legal la entidad
demandada presentó contestación de la demanda y formuló excepciones,
cuyo traslado corrió para las partes a partir del 27 de abril de 2022, sin
pronunciamiento de la parte actora.

Posteriormente, en virtud del Acuerdo PCSJA23-12034del 17 de enero de
2023, fue remitida la demanda al Juzgado Administrativo Transitorio de
Manizales.

Medianteprovidencia delmediante auto del 17de abril del 2023el alJuzgado
Administrativo Transitorio de Manizales avocó el conocimiento del asunto,
prescindió de la audiencia de que trata el artículo 180 del CPACA,fijó el
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litigio,decretó las pruebas, las cuales una vez allegadas fueron incorporadas
al expediente mediante Auto del 11 de agosto de 2023; dentro de esta
providencia también se corrió traslado a las partes y alAgente delMinisterio
Público para que presentaran los alegatos de conclusión y concepto,
respectivamente.

El 29 de septiembre de 2023,el Juzgado 403Administrativo Transitorio de
Manizalesprofirió la Sentencia265- 2023.

El 17de octubre de 2023,por intermedio de su apoderado, la FiscalíaGeneral
de la Nación interpuso recurso de apelación. El recurso fue concedido
mediante Auto3319del 28de noviembre de 2023.

Trashaber correspondido por reparto a este despacho,mediante AutoNo 074
del 06de mayo de 2024se admitió el recurso de apelación.

H. CONSIDERACIONES

2.1. Competencia

EsteTribunal es competente para conocer en segunda instancia del presente
proceso, en virtud del recurso de apelación incoado contra la reseñada
sentencia, según lo que dispone el artículo 153 del CPACAy el artículo 1,
parágrafo tercero, numeral 3 del Acuerdo PCSJA24-12140del 30de enero de
2024del ConsejoSuperior de la Judicatura.

2.2. Problema jurídico

Corresponde a la Sala Transitoria de este Tribunal, como sala especializada,
determinar en el casoconcretosi labonificaciónjudicial creada en favor de los
servidores públicos de la FiscalíaGeneral de la Nación,mediante el artículo
1g delDecreto382de 2013,constituyefactorsalarialpara liquidar prestaciones
sociales, al margen de que la propia disposición restrinja su aplicación
solamente para los aportes en salud y pensión y, en consecuencia,confirmar
o revocar la decisión de primera instancia que declaró la nulidad de la actos
administrativos demandados con su correspondiente restablecimiento del
derecho.
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2.2.1. Metodología de la decisión

Para resolvereste problemajurídico, la Sala,hará lo siguiente: i)Analizará los
requisitos para aplicar la excepción de inconstitucionalidad. in Estudiará la
competencia para la fijación del régimen salarial y prestacional de los
empleados públicos de la FiscalíaGeneral de la Nación y las facultades del
legislador para determinar factores salariales. iü) Recordará los principios
constitucionales protectores del salario. iv) Ahondará en el concepto de
salario en la legislacióninterna. v) Estudiará la jurisprudencia el Consejode
Estado sobre el concepto de salario.vi) Revisarálas normas internacionales -
bloque de constitucionalidad- sobre la protección especial del salario. vii)
Auscultará acerca de la creaciónde la bonificaciónjudicial. viii) Seaterrizará
en el caso en concreto, teniendo en cuenta las proposiciones fácticas y
probatorias planteadas en el proceso, así como las pruebas aportadas, las
normas jurídicasy el precedente judicial aplicablesal caso subexamine. ix)Con
base en los medios de prueba, definirá si la bonificaciónjudicial que percibe
el actor es un factor salarial que debe computarse al momento de liquidar
prestaciones sociales.x) Finalmente,se dispondrá sobre la condena en costas.

2.3. Marconormativo

ElTribunalAdministrativo del Valledel Cauca,mediante sentencia del 19de
julio de 2023, expediente radicado bajo el No. 76001-33-33-014-2016-00247-03,
con ponencia del Magistrado Diego León Gómez Martínez, ya tuvo la
oportunidad de resolver el problema jurídico aquí descrito. Por lo que, en
respeto a ese precedente horizontal, esta Sala Transitoria, reproducirá las
reglas jurisprudenciales más relevantes fijadas en su momento por esta
CorporaciónJudicial.

2.3.1. Requisitos para aplicar la excepción de inconstitucionalidad

Lacitada excepciónestá prevista en el artículo4 de la ConstituciónPolíticade
1991,así: "La Constitución es norma de normas. En todo caso de incompatibilidad
entre la Constitución y la ley u otra norma jurídica, se aplicarán las disposiciones
constitucionales. Es deberde los nacionales y de los extranjeros en Colombiaacatar la
Constitución y las leyes, y respetar y obedecera las autoridades".
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Sobre la supremacía de la Constitución, la jurisprudencia de la Corte
Constitucional desde sus inicios estableció que debe prevalecer sobre
cualquier norma de inferior rango, puesto que: "...Lafunción de la Constitución
como determinante del contenido de las leyes o de cualquier otra norma jurídica,
impone la consecuencia lógica de que la legislación ordinaria u otra norma jurídica de
carácter general no puede de manera alguna modificar los preceptos constitucionales,
pues la defensa de la Constitución resulta más importante que aquellas que no tienen
la misma categoría... "1.

En ese sentido, la jurisprudencia de la Alta Corporación, ha dicho que en
atención al postulado superior consignado en el artículo 4 ibídem, nuestro
sistema de control constitucional es de carácter mixto, es decir que, por una
parte la Corte Constitucional ejerce un control concentrado o abstracto de
constitucionalidad respecto de las leyes que se someten a su estudio, en este
caso produciendo efectos erga omnes en su decisión, y por otra, se encuentra
el control difuso que puede ejercer cualquier autoridad administrativa o
judicial en determinado caso concreto, cuando advierta que una ley u otra
norma jurídica de inferior rango es contraria a la Constitución, siendo
excepcional su aplicación.

De igual forma, enfatizó la Corte Constitucional en sentencia C-122 de 2011,
con M.P. Juan Carlos Henao, que conforme a las competencias atribuidas en
el numeral 2 del artículo 237 ejusdem, al Consejo de Estado le corresponde
ejercer el control concentrado de los decretos reglamentarios expedidos por el
Gobierno Nacional, cuya competencia no está atribuida a la Corte
Constitucional.

En ese orden, el control por vía de excepción, cuya aplicación puede ser de
oficio o a solicitud de parte, tiene como característica, que sus efectos son ínter
partes, por tanto, la norma legal o reglamentaria exceptuada por
inconstitucional continua vigente en el ordenamiento jurídico y se predica su
validez.

En el campo de la aceren de tutela, la Corte Constitucional también ha
desarrollado la figura de la excepción de inconstitucionalidad, reflexionando
que en virtud del artículo 4Q de la Constitución, dicha figura constituye una
"herramienta jurídica-política de protección al principio de supremacía
constitucional", que garantiza en cada caso concreto, "su jerarquía y materialidad
dentro del sistema defuentes del derecho", y la cual puede ser aplicada de manera
oficiosa o a solicitud de parte, cuando se configure alguno de los siguientes
requisitos:

1Corte Constitucional, sentencia C-069 de 1995.
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... (i) La norma es contraria a los cánones superiores y no se ha producido
un pronunciamiento sobre su constitucionalidad.

(ii) La regla formalmente válida y vigente reproduce en su contenido
otra que haya sido objeto de una declaratoria de inexequibilidad por parte
de la Corte Constitucional o de nulidad por parte del Consejo de Estado,
en respuesta a una acción pública de inconstitucionalidad o nulidad por
inconstitucionalidad según sea el caso; o,

(jii) En virtud de la especificidad de las condiciones del caso
particular, la aplicación de la norma acarrea consecuencias que no
estarían acordes a la luz del ordenamiento ius fundamental. En otras
palabras, puede ocurrir también que se esté en presencia de una norma
que, en abstracto, resulte conforme a la Constitución, pero no pueda ser
utilizada en un caso concreto sin vulnerar disposiciones constitucionales".

Dicho criterio ha sido reiterado por el Máximo Tribunal Constitucional en
sentencias T- 861 de 20163, T- 4374 del 30 de octubre de 2018 y T - 4245 del 18
de octubre del mismo año.

De conformidad con lo anterior, como quiera que en el presente caso, la norma
cuya inaplicación pretende la parte actora, no ha sido objeto de control
abstracto de constitucionalidad por parte del Consejo de Estado, ni tampoco
reproduce en su contenido otra norma que haya sido objeto de una
declaratoria de inexequibilidad por parte de las autoridades jurisdiccionales
competentes, esta Sala Transitoria estima que resulta procedente la aplicación
de la excepción de inconstitucionalidad, para efectos de determinar si se
configura el tercer presupuesto establecido por la Corte Constitucional, a
saber, lila aplicación de la norma acarrea consecuencias que no estarían acordes a la
luz del ordenamiento ius fundamental (... I", dado que en la demanda se
argumenta que la expresión JIconstituirá únicamente factor salarial para la base de
cotización al Sistema General de Pensiones y al Sistema General de Seguridad Social
en Salud", contenido en el artículo 1º del Decreto 382 de 2013, es contrario al
artículo 53 de la Constitución y al contenido de la Ley 4i1 de 1992.

2Ver sentencia T-681 de 2016.
3Magistrado Ponente: Jorge Iván Palacio Palacio.
4 Magistrado Ponente: Alejandro Linares Cantillo.
s Magistrado Ponente: Alejandro Linares Cantillo.
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2.4. Competencia para la fijación del régimen salarial y prestacional de
los empleados públicos de la Fiscalía General de la Nación

Según el artículo 150numeral 19 literal e) de la Carta Política, compete al
legislador y al ejecutivo, la fijación del régimen salarial de los empleados
públicos;de losmiembros del CongresoNacionaly de la Fuerza Pública.

Conforme lo aclaró la Corte Constitucional en sentencia C- 133de 19936,las
materias que contiene el mandato superior en cita, deben regularse por el
Legislador mediante la expedición de una ley marco que establezca los
parámetros y objetivosgeneralesque guíen al Ejecutivoalmomento de ejercer
su función administrativa de reglamentación a través de la expediciónde los
respectivosDecretosejecutivosque regulen cadamateria, la cualen todo caso
debe estar regida con observancia de los principios establecidos por la
Constitucióny aquellos determinados por las disposicionesbásicas dictadas
por el legislador.

Igualmente, laAlta Corporaciónesbozó que u.•• la expedición de toda ley marco
implica una distribución de poderes y facultades legislativas entre el Congreso de la
República y el GobiernoNacional", pues la institución de las leyes marco, "persigue
para determinadas materias, dada su complejidad y constante evolución, la
colaboración de Legislativo y Ejecutivo, así: el primero, señalará al Gobierno las
pautas generales dentro de las cuales éste último debe desarrollar en concreto su
facultad reglamentaria ejecutando esos principios en una forma dinámica y defácil

difi ., "7mo 1 caClon... .

En ese sentido, ha dicho que "...Lo característico de lafigura contemplada por el
artículo 150, numeral 19, de la Constitución Política, es la distribución de
competencias, en fases distintas, en lo referente a la regulación de las materias que la
norma enuncia: mientras el Congreso, mediante ley, señala reglas y criterios
generales, el Ejecutivo los desarrolla en concreto, en ejercicio de una función
típicamente administrativa ... "8.

6M. P. Vladimiro Naranjo Mesa. En dicha sentencia se precisó: "( ... ) Las materias que el constituyente autoriza
regular por medio de leyes de esta categoría (Marco) son las expresamente señaladas en el artículo 150 numeral
19 de la Carta Política y que se relacionan con asuntos atinentes a la organización del crédito público; reguladón
del comercio exterior y régimen de cambios internacionales; modificación de aranceles, tarifas y demás
disposiciones concernientes al régimen de aduanas; regulación de la actividad financiera, bursátil, aseguradora
y cualquier otra relacionada con el manejo, aprovechamiento e inversión de los recursos captados del público;
las relativas a la fijación del régimen salarial y prestacional d de los empleados públicos, miembros del Congreso
Nacional y fuerza pública, como la regulación de las prestadones sociales mínimas de los trabajadores oficiales,
así como las destinadas a regular la educación (... )".
7 Corte Constitudonal. Sentenda C- 013 de 1993.
R Corte Constitucional. Sentencia C-608/99. M.P: José Gregorio Hemández Galindo.
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2.5. La Ley 4í1 de 1992

En desarrollo de la competencia señalada en el artículo 150 superior, el
legislador expidió la Ley 4ª de 1992,mediante la cual se señalan las normas,
objetivos y criterios que debe observar el Gobierno Nacional para la fijación
del régimen salarial y prestacional de los empleados públicos, de los
miembros del Congreso Nacional y de la Fuerza Pública y para la fijación de
las prestaciones sociales de los Trabajadores Oficiales.

ASÍ, en el literal b) del artículo 1º de dicha Ley, se estableció que el Gobierno
Nacional, con sujeción a las normas, criterios y objetivos contenidos en la
misma, fijaría el régimen salarial y prestacional, entre otros, de los servidores
públicos que laboran en la Fiscalía General de la Nación.

Sobre el particular, debe anotar la Sala que en sentencia C-312de 25 junio de
1997, la Corte Constitucional, reflexionó que si bien el artículo 254 de la
Constitución Política, consagra que la Ley establecerá lo relativo a la
remuneración de los empleados y funcionarios de la Fiscalía, la disposición
que resulta aplicable en cuanto a su régimen salarial y prestacional es la Ley
4¡ de 1992,por cuanto constituye la Ley marco contemplada en el literal e, del
numeral 19 del artículo 150 de la Constitución Política, que atribuye la
competencia al legislador y al ejecutivo, para la fijación del régimen salarial
de los empleados públicos.

Continuando con el análisis de la Ley 4"de 1992,el artículo 22 ibídem, dispuso
que, para la fijación del régimen salarial y prestacional de los servidores
enumerados en el artículo anterior, el Gobierno Nacional tendrá en cuenta
entre otros los siguientes objetivos y criterios: "a) El respeto a los derechos
adquiridos de los servidores del Estado tanto del régimen general, como de los
regímenes especiales.En ningún casose podrán desmejorar sus salariosy prestaciones
sociales".

A su tumo, el artículo 3º dispone que el sistema salarial de los servidores
públicos estará integrado por los siguientes elementos: la estructura de los
empleos, de conformidad con las funciones que se deban desarrollar y la
escala y tipo de remuneración para cada cargo o categoría de cargos.
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Por su parte, el artículo 10 consagra una cláusula de ineficacia según la cual
todo régimen salarial o prestacional que se establezca contraviniendo las
disposiciones contenidas en la Ley 4ª de 1992, o en los decretos que dicte el
Gobierno Nacional en desarrollo de esta, carecerá de todo efecto y no creará
derechos adquiridos.

Respecto al régimen salarial y prestacional de los servidores públicos de la
Rama Judicial, se encuentra que éste se reflejóprincipalmente en los artículos
14 Y 15 de la Ley 4Jl de 1992 y su consagración obedeció a una política pública
estatal que intentó mejorar los ingresos de los servidores públicos de esta
Rama del Poder Público, frente la percepción que imperaba, respecto a que
su sistema de remuneración no era suficientemente alto y que no estaba
nivelado de manera equitativa frente a otros funcionarios de las demás Ramas
del Poder Público.

Las precitadas disposiciones son del siguiente tenor:

(... ) ARTÍCULO 14.Modificado por el artículo 19de la Ley 332de 1996.
ElGobierno Nacional establecerá una prima no inferior al 30%ni superior
al 60% del salario básico, sin carácter salarial> para los Magistrados de
todo orden de los Tribunales Superiores de Distrito Judicial y
Contencioso Administrativo, Agentes del Ministerio Público delegados
ante la Rama Judicial y para los Jueces de la República, incluidos los
Magistrados y Fiscales del Tribunal Superior Militar, Auditores de Guerra
y Jueces.de Instrucción Penal Militar, excepto los que opten por la escala
de salarios de la Fiscalía General de la Nación, con efectos a partir del
primero (10.) de enero de 1993.

9 La Ley 332 de 1996 otorgó carácter salarial a la prima de servicios establecida para los funcionarios del artículo
14 de la Ley 4 de 1992, únicamente para efectos de la liquidación de la pensión de jubilación. El artículo es del
siguiente tenor: "La prima especial prevista en el primer inciso del artículo 14 de la Ley 4 de 1992, para los funcionarios
allí mencionados y para losfiscales de la Fiscalía General de la Nación, con la excepción allí consagrada, que se jubilen en el
futuro, o que teniendo reconocida la pensión de jubilación aún se encuentren vinculados al servicio harán parte del ingreso
base únicamente para efectos de la liquidación de la pensión de jubilación, para lo cual se harán las cotizaciones de pensiones
establecida por la Ley. La anterior prima con las mismas limitaciones, también se aplicará a ros Magistrados Auxiliares y
abogadosasistentes de las Altas Cortes, Magistrados de los Consejos Seccionalee de la Judicatura, Magistrados del Tribunal
Nacional, y Magistrados del extinto Tribunal Disciplinario y los procuradores Delegados de la Procuraduria General de la
Nación. La expresión "... que se jubilen en el futuro, o que teniendo reconocida la pensión de jubilación aún se
encuentren vinculados al servicio" fue declarada EXEQUIBLE por la Corte Constitucional mediante la sentencia
C-444 de 1997. De igual manera, la frase "con la exce.pciónallí consagrada" fue declarada EXEQUIBLE mediante
sentencia de la Corte Constitucional C-129 de 1998.
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Igualmente tendrán derecho a la prima de que trata el presente artículo,
los delegados departamentales del Registrador Nacional del Estado Civil,
los Registradores del Distrito Capital y los niveles Directivo y Asesor de
la Registraduría Nacional del Estado Civil.
PARÁGRAFO. Dentro del mismo término revisará el sistema de
remuneración de funcionarios y empleados de la Rama Judicial sobre
la base de la nivelación o reclasificación atendiendo criterios de
equidad. (Negrillas fuera del texto original).
ARTíCULO 15. Los Magistrados del Consejo Superior de la Judicatura,
de la Corte Suprema de justicia, de la Corte Constitucional, del Consejo
de Estado, el Procurador General de la Nación, el Contralor General de la
República, el Fiscal General de la Nación, el Defensor del Pueblo y el
Registrador Nacional del Estado Civil tendrán una prima especial de
servicios, sin carácter salarial 26, que sumada a los demás ingresos
laborales, igualen a los percibidos en su totalidad, por los miembros del
Congreso, sin que en ningún caso los supere. El Gobierno podrá27 fijar la
misma prima para losMinistros del Despacho, losGenerales yAlmirantes
de la Fuerza Pública (... ).

Sobre los antecedentes legislativos de la Ley 451 de 1992,en lo que concierne
al régimen salarial y prestacional de la Rama Judicial, la sentencia C- 244 de
20131°, ilustra de manera dara, como en la exposición de motivos que dio
origen a los citados artículos, se manifestó que la finalidad de la norma era
lograr la nivelación salarial de los servidores públicos de la Rama Judicial, en
la medida que existía una incoherencia /Jexterna" respecto a la remuneración
de las demás Ramas del Poder Público, e "interna", relacionada con la
desproporción salarial imperante en la pirámide salarial de los Magistrados
de las Cortes de cierre, los magistrados de Tribunal y magistrados auxiliares
de Altas Cortes y, aún más significativa respecto del resto de jueces

10Aparte subrayado declarado EXEQUIBLE por la Corte Constitucional mediante sentencia C-279-96 de 24 de
junio de 1996 de Magistrado Ponente Dr. Hugo Palacios Mejía. Mediante sentencia C-052-99 de 3 de febrero de
1999,Magistrado Ponente Dr. Fabio Morón Díaz, la Corte Constitucional declaró estese a lo resuelto en la referida
sentencia. De la revisión de la Jurisprudencia de la Corte Constitucional, se encuentra que el aparte subrayado
'sin carácter salarial' incluido en el articulo 15 de la Ley 4 de 1992, inicialmente fue declarado EXEQUIBLE por
la Corte Constitucional mediante sentencia C-279-96 de 24 de junio de 1996 de Magistrado Ponente Dr. Hugo
Palacios Mejía. De igual manera, mediante sentencia C-OS2-99de 3 de febrero de 1999, Magistrado Ponente Dr.
Fabio Morón Díaz, la Alta Corporación declaró estese a lo resuelto en la primera sentencia citada. Posteriormente
se encuentra que el aparte tachado 'sin carácter salarial' fue declarado INEXEQUIBLE por la Corte Constitucional
mediante sentencia C-681-03 de 6 de agosto de 2003, Conjuez Ponente Dra. Ligia Galvis Ortiz. La Corte
Constitucional se declaró INHIBIDA de fallar sobre la expresión 'podrá' por ineptitud de la demanda, mediante
sentencia C-079-06 de 8 de febrero de 2006, Magistrado Ponente Dr. Alfredo Beltrán Sierra 28 Conjuez
Sustanciador Dr. Diego E. López Medina. En esta providencia la Corte Constitucional declaró estarse a lo
resuelto en la sentencia C-681-03, en la cual se declaró inexequible la expresión "sin carácter salarial", contenida
en el artículo 15 de la Ley 4 de ]992.
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unipersonales del país y empleados judiciales"lo cual desencadenaba en un
desconocimientodel principio de equidad.

Asímismo, señaló que la políticasalarial consagrada en lasnormas de la Ley
4~ de 1992, pese a tener como finalidad la nivelación salarial de la Rama
Judicial, también había originado controversias y vacíos legalesque su vez
han suscitado litigios constitucionalesy administrativos, comoquiera que el
legislador no quiso que los beneficios concedidos en los artículos 14 y 15
ibídem, fueran considerados como factor salarial para la liquidación de las
prestaciones sociales de sus destinatarios, con el fin de evitar una
desmesurada carga prestacional y de mantener un cierto equilibrio fiscal.
Igualmente, el Alto tribunal Constitucional reconoció, u•••que el esfuerzo de
reajuste de ingreso, aunque iba dirigido a todos los jueces, se concentró
particularmente en los dos primeros niveles de la jerarquía funcional y nunca llegó a
cubrir, en su implementación, al resto de los jueces colombianos ... TI.

2.6. Facultades del legislador para crear factores salariales

Para abordar este tema la Sala analizará los pronunciamientos de la Corte
Constitucional frente a los artículos 14 y 15 de la Ley 4ª de 1992.Así, se
encuentra inicialmente,la sentencia C-279de 199611,mediante la cual la
Corte Constitucional estudió la demanda de inconstitucionalidad contra la
expresión sin 11carácter salarial TI, contenida en dichos artículos, respecto de la
prima especial de servicios reconocida a las diversas categorías de
funcionarios públicos allí incluidas, concluyendo que la negación de tal
carácter no violaba la Constitución Política, puesto que el legislador tenía
plenas atribucionespara limitar el carácterprestacional de dicha prima, en la
medida que la ley ordenabauna nivelaciónrelativa,más no una igualdad total
de su régimen salarialy prestacional.

Posteriormente,la Alta Corporaciónemitió la sentencia C-681de 2003,en la
cual se declaró inexequiblela expresión "sin carácter salarial", contenidoen el
artículo 15de la Ley4í!de 1992.

En dicha oportunidad los cargos de inconstitucionalidad se fundamentaban
en que la expresión "sin carácter salarial" contenida en el artículo15de la Ley

11Conjuez Ponente Hugo Palacios Mejía.
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4ª de 1992,viola el principio de igualdad, consagrado en el artículo 13de la
Carta, a partir de la expedición de la ley 33212de 1996que desarrolló el literal
e) del numeral 19del artículo 150de la Constitucióny modificóparcialmente
el artículo 14de la Ley4i!de 1992,en el sentido de atribuir carácter salarial a
la prima de servicios establecida para los funcionarios allí señalados,
únicamente en lo que tiene que ver con la cotización y liquidación de
pensiones, lo que no sucediórespecto de la prima consagrada en el artículo 15
ibídem.

Al respecto, la Corte indicó que con la expedición de la Ley 332de 1996,se
configuró una inconstitucionalidad sobreviniente por violación al principio
de igualdad del aparte "sin carácter salarial" consagrado en el artículo 15de la
Ley4i!de 1992y, por tanto, no operaba la cosajuzgada constitucionalrespecto
de lo resuelto en la sentenciaC-279de 1996.Además, discurrió queno operaba
dicha figura procesal, en la medida que los cargos de la demanda de
inconstitucionalidad estaban encaminados a restablecer el equilibrio que
garantiza el principio de igualdad entre los beneficios consagrados en los
artículos 14 y 15 de la Ley 4ª de 1992. Esto porque a todas luces, según lo
decidido por la Corte Constitucional el Estado está obligado a garantizar la
igualdad material, la cual, aun admitiendo casos de tratamiento diferencial,
estos deben responder a la proporcionalidad, por ello,

En relación con el tema que nos ocupa, el principio de igualdad en los
servidores públicos se expresa en el tratamiento equitativo y proporcional de
todos los servidores públicos de acuerdo con la escala de clasificación de las
diferentes funciones del Estado y de los servidores que las ejercen. En este
orden de ideas, los funcionarios se ubican en las diferentes entidades del
orden ejecutivo, legislativo y judicial y todos ellos tienen igual tratamiento en
cuanto al régimen salarial y prestacional, al régimen disciplinario y al sistema
de control que los cobija. La existencia de la escala diferencial no altera el
principio de igualdad. Tampoco puede afirmarse que la diferencia de salarios
altere el principio de igualdad en el régimen de los servidores del Estado. Lo

12 Modifica la Ley 41 de 1992 y se dictan otras disposiciones. El artículo primero de esta norma estableció: La
prima especial prevista en el primer inciso del artículo 14 de la Ley 4a. de 1992, para los funcionarios allí
mencionados y para los fiscales de la Fiscalía General de la Nación, con la excepción allí consagrada, que se
jubilen en el futuro, o que teniendo reconocida la pensión de jubilación aún se encuentren vinculados al servicio,
harán parte del ingreso base únicamente para efectos de la liquidación de la pensión de jubilación. para lo cual
se harán las cotizaciones de pensiones establecidas por la ley.
La anterior prima con las mismas limitaciones, también se aplicará a los Magistrados Auxiliares y abogados
asistentes de las Altas Cortes, Magistrados de los Consejos Seccionales de laJudicatura, Magistrados del Tribunal
Nacional, y Magistrados del extinto Tribunal Disciplinario y los Procuradores Delegados de la Procuraduría
General de la Nación.
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importante es que exista proporcionalidad entre las funciones desempeñadas
y la remuneración.

ASÍ, la Corte determinó que, no existía justificación alguna en la Ley 332para
establecer un trato diferenciado entre los funcionarios del artículo 14y los del
artículo 1S de la Ley 4ª de 1992,y por ende, en aplicación del principio de
igualdad, la prima especial consagrada en éste último artículo, también debía
constituir factor salarial para los funcionarios que allí se señalan, pero tan solo
para efectos de la cotización y liquidación de su pensión de jubilación, y sin
afectar las otras prestaciones sociales reconocidas por la ley.

Finalmente, resulta pertinente citar la sentencia C- 244 de 2013, Conjuez
Sustanciador: Diego López Medina, en la cual la Corte estudió nuevos cargos
de inconstitucionalidad contra el artículo lS de la Ley 4ilde 1992,con relación
a la restricción impuesta en la sentencia C-681de 2003, al carácter salarial de
la prima especial consagrada en este artículo, en cuanto reconoció tal carácter
solo para efectos de cotización y liquidación de la pensión de jubilación de los
funcionarios allí señalados. En dicha oportunidad, la Corte advirtió que,
aunque "avalaba el decisum de la C-681103", aclaraba la "doctrina constitucional
(ratio decidendi) allí definida para justificar la decisión", con el fin de que sirviera
de "orientación en la interpretación y aplicación de las normas relativas al régimen
salarial y pensional de la Rama Judicial y de los funcionarios homologados a ellos en
la Ley 4a de 1992 y sus normas adscritas",

En ese orden de ideas, estableció la Corte en la sentencia C- 244de 2013que el
principio de igualdad al cual hizo referencia la sentencia C- 681 de 2003, no
debe entenderse como una concepción abstracta de equivalencias, sino que,
conforme a la Constitución, apunta en "realidad a la redistribución de ingresos, y
no hacia su acumulación regresiva". Agregó que la Ley 411 de 1992, en sus
artículos 14y lS "quiso establecer equivalencias genéricas en las magnitudes" y no
11equivalencias peso a peso, ni centavo a centavo, especialmente para los altos rangos
de ingresos concernidos en estas disposiciones".

Sostuvo enfáticamente que bajo una interpretación genuina del artículo S3de
la Constitución la orientación fundamental de la igualdad en el derecho
social del trabajo, "tiene una concepción de igualdad redistributiva hacia los
menores ingresos y hacia las personas económicamente más vulnerables" y no "de
una igualdad formal y abstracta entre salarios altos",
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Finalmente, en el citado fallo, sostuvo la Corte Constitucional que:

Podría pensarse sensatamente que estas normas tienen una unidad de sentido
y propósito; sin embargo, esas normas están dispersas a lo largo y ancho del
derecho colombiano, adoptando la forma de leyes unas veces, de actos
administrativos otras. Su control de constitucionalidad y legalidad es, por
tanto, disperso y exige un diálogo atento entre las diversas jurisdicciones para
lograr doctrinas razonables y estables que interprete adecuadamente la
Constitución colombiana. En cualquiera de estas encamaciones normativas,
será deber de los jueces determinar sí estas reglas respetan el principio de
igualdad constitucional. Esta tarea, como es obvio, no puede asumirse en este
momento, pero se quiere dejar expresa constancia de su Íntima relación con
la interpretación, esta sí sub-judice,de los artículos 14y 15.

Ahora bien, el Consejo de Estado en sentencia del 06 de abril de 2022, con
ponencia de la Conjuez Dra. Carmen Anaya de Castellanos, radicación
76001233300020180041401(0470-2020),siguiendo el precedente de la Corte
Constitucional sentado en la sentencia C-101 de 2003, M.P Jaime Córdoba
Triviño, se ha referido expresamente a la materia que nos ocupa destacando
que es el Congreso de la República, en su deber constitucional de hacer las
leyes, el que tiene la competencia para establecer el régimen salarial y
prestacional de los servidores públicos a través de leyes de marco (Ley 42 de
1992) que disponen los objetivos y directrices generales que orientan al
Presidente de República al momento de fijar el régimen salarial y prestacional
de los servidores públicos. Es así como el legislativo y ejecutivo desarrollan
una competencia concurrente. El primero estableciendo el marco general de
la materia y el segundo desarrollando esas pautas genéricas por medio de
decretos, los cuales ostentan una naturaleza jurídica reglamentaría de tinte
ejecutiva, es decir, dichos decretos son meramente administrativos.

Como consecuencia, en la sentencia citada, la cual constituye el precedente
judicial que esta Sala Transitoria acata debido a lo dispuesto en la "norma del
precedente judicial obligatorio" o stare decisis, creado por la Corte Constitucional
en la sentencia C-836 de 200113,entre otras. La Sala de conjueces del Consejo
de Estado, expresó que para el caso específico de la Ley 411 de 1992,de lo que
se trató fue de fijar el marco general del régimen salarial y prestacional delos

13Gómez Martíne:z, Diego León (2002). El sentido del "precedente judicial obligatorio". Palestra y Universidad
Santiago de Cali, Lima, 2002, págs. 101-170 Cfr. Deik Acostamadiedo Carolina, El Precedente Contencioso
Administrativo, Universidad Externado de Colombia, Bogotá, pág. 433-445.
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empleados públicos, incluidos los de la Rama Judicial, el cual el Gobierno
Nacional debía seguir a la hora de reglamentar mediante decreto,

(... ) pautas y marco consagrados en los artículos 14y 15de la referida Ley, la
que señaló expresamente en el parágrafo de su artículo 14 que la autoridad
administrativa revisaría con sentido de equidad el sistema de remuneración
de funcionarios y empleados de la Rama Judicial sobre sobre la base de la
nivelación o reclasificación.Luego, al señalar el legislador que esa revisión se
realizaría a través de la nivelación o reclasificaciónde los empleos de la Rama,
debió el Gobierno Nacional sujetarse a ese cuadro fijado por el legislador:
nivelación o reclasificación, lo que conlleva a incremento salarial y no sólo
crear un Bonificación ajena. según el Decreto que la creó, al salario, por
cuanto el mismo indica que dicha Bonificación Isólo constituye factor salarial
para efectos de las cotizaciones al Sistema General de Seguridad Social en
Pensiones y en Salud (Subrayado y negrillas por fuera del texto).

En conclusión, para este punto de la decisión, esta Sala Transitoria, siguiendo
el precedente del Consejo de Estado citado, con relación a la facultad del
legislador y del ejecutivo para establecer factores salariales, acoge la siguiente
regla: "el no reconocimiento como carácter salarial de la Bonificación,
considera la Sala que es un asunto de reserva legal; por lo que la
jurisprudencia constitucional a través de diferentes decisiones ha fijado el
criterio de que la regulación de los factores salariales son de libre
configuración 11del legislador" , más no del ejecutivo, como es el caso que nos
ocupa.

2.7. Los principios constitucionales protectores del trabajo y del
salarlo

El parágrafo del artículo 14 de la Ley 4a de 1992, prevé que el sistema de
remuneración de funcionarios y empleados de la Fiscalía General de la
Nación, encomendada al Gobierno Nacional por parte del Legislador, se
fundamenta en el principio de equidad y su finalidad fue la de lograr una
nivelación de sus funcionarios acorde a la investidura de los cargos
desempeñados, en razón a la incoherencia que existía en su escala de
remuneración.
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2.7.1. Principio de equidad

El preámbulo de la Constitución Política, según ha dicho la Corte
Constitucional, tiene pleno valor normativo y hace parte integrante de la
norma de normas, a la vez que da cuenta del sentido político y jurídico de
todo el ordenamiento colombiano, indicando los principios y fines hacia los
que debe estar orientada la actividad estatal, es por ello vinculante sobre todos
los actos de la legislación, la administración y la jurisdicción, constituyéndose
así en parámetro del control de constitucionalidad y, por tanto, llamado a
tener implicaciones en los ejercicios de poder que se encuentran sometidos a
su teleología's.

Así las cosas, esta Sala Transitoria, se atiene a dicho mandato finalista de rango
constitucional, el cual es protector del trabajo, la justicia y la igualdad, el cual
según sus previsiones ha de desarrollarse en un marco jurídico que debe
garantizar un orden económico y social justo, que debe lograrse siguiendo el
principio constitucional de equidad, que se encuentra previsto en diversas
disposiciones de la Constitución Política de 199115, como un principio general
en el que se fundamenta el Estado Social de Derecho y orienta las actuaciones
de las instituciones públicas y de los asociados, con la finalidad de lograr la
justicia social y la distribución equilibrada de derechos y servicios.

La jurisprudencia de la Corte Constitucional ha enmarcado la equidad como
un principio general del Derecho de la siguiente manera: "(i) que se trata de un
concepto jurídico indeterminado objeto de constitucionalización; (ii) que su
reconocimiento se constata en diferentes disposiciones de la Carta que aluden a ella y
(iii) que la equidad en materia de administración de justicia tiene su lugar "en los
espacios dejados por ellegislador" al paso que "su función es la de evitar una injusticia
como resultado de la aplicación de la ley a un caso concreto. "16

En tomo al principio de equidad dentro de la Constitución y su relación con
la labor del poder legislativo y judicial, la Alta Corporación Constitucional,
en sentencia C-837/02, interpretó que cuando en un caso particular, "la
aplicación de las normas jurídicas relevantes resulta contraría a la voluntad del
legislador, la equidad constituye un principio que el juez está obligado a tener en

14Corte Constitucional, sentencia C-477 de 2005, M.P. Jaime Córdoba Triviño,
15Artículos 20, 95, 116, 150, 152 PAR. TRANS. -Adicionado. AL. 2/2004, arto 4°, 226, 227, 230, 247, 267, 356 a)
Modificado. AL. 4/2007, arto 2DY363.
16Corte Constitucional, sentencia SU-837 de 2002, M.P Manuel José Cepeda Espinosa.
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cuenta, en la medida en que ella también gobierna la actividad judicial" y permite
nque el propósito del legislador, no se desvirtúe en el momento de la aplicación
nonnativa ", al adaptarla al caso concreto.

También ha enfatizado que, en el Estado Social de Derecho el papel de los
jueces, no se limita únicamente a la aplicación vertical de derecho, sino que en
aplicación del principio de equidad y como receptores "habituales de las
particularidades de la realidad social y jurídica de la nación JI, deben velar por "la
enérgica pretensión de validez y efectividad de los contenidos materiales de la
Constitución", conforme a lo establecido en el artículo 228 superior-". Lo que
de igual manera está ordenado por el artículo 2 de la Constitución Política
que, al consagrar los fines del Estado, consagra el deber de las autoridades de
garantizar la efectividad de los principios, derechos y deberes contemplados
en la norma de normas, instituyendo al mismo tiempo a la autoridad pública
como garantes de la protección de los derechos y libertades de todas las
personas, "para asegurar el cumplimiento de los deberes sociales del Estado".

Por tanto, el trabajo y el salario se encuentran protegidos constitucionalmente
a través del principio de equidad, lo que impone su protección en los términos
que la Constitución Política de 1991 establece.

2.7.2. El artículo 53 de la Constitución Política de 1991

El artículo 53 superior, enmarca los principios mínimos fundamentales de
rango constitucional que guían la regulación del derecho al trabajo y se erige
como el pilar esencial del Estado Social de Derecho para su protección, de ahí
que las normas que se expidan en materia laboral deben consultar los
principios allí establecidos, dentro de los que se encuentra el principio del
salario vital y móvil proporcional a la cantidad y calidad del trabajo y la
irrenunciabilidad a beneficios mínimos consagrados en normas laborales, tal
como lo ha considerado el Consejo de Estado, precisando además que lo
anterior es deber del Estado Colombiano, ya que esas garantías mínimas
deben permear la materialización del derecho al trabajo, en cumplimiento de
los artículos 1 y 2 del Protocolo de San Salvador, que consagra la obligación
de los Estados partes de adoptar las medidas necesarias en su orden interno

17Corte Constitucional, sentencia C-1547 de 2000, M.P (E): Cristina Pardo Schlesinger.
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y en cooperación con los demás, para efectivizar los derechos que en el
Protocolose reconocen18.

Sobre este principio la Corte Constitucionalen sentencia C-521de 1995,para
declarar exequibles los artículos 15 y 16 de la Ley 50 de 1990,dijo que el
derecho al trabajo "representa un valor esencial que se erige en pilar fundamental
del Estado Social de Derecho", y es deber del Estado protegerlo mediante la
implementación de "condiciones socioeconómicas propicias que promuevan una
oferta de oportunidades laborales" para los asociados,mediante la expediciónde
normas que garanticen de manera justa y digna las condiciones laborales, de
cara a los principios fundamentales básicos y mínimos establecidos en el
artículo 53superior.

De esamanera discurrió que, atendiendo a las diversasmaneras de trabajo,se
debe garantizar que el trabajador, además de gozar de condicionesdignas de
trabajo,accedaa una remuneraciónjusta y equilibrada a las laboresque ejerza,
es decir, que perciba un salario, no solo vital y móvil, sino proporcional a la
cantidad y calidad del trabajo desempeñado.

ASÍ, la Corte Constitucional precisó que, las características del salario
comprenden no solo a la remuneración ordinaria, fijao variable sino también
"iodo lo que recibe el trabajador en dinero o especie como contraprestación o
retribución directa y onerosa del servicio N de manera habitual.

Lo anterior, en relación con la actuación de la administración, corno por
ejemploen la fijaciónde un régimen salarialy prestacional (Decretode 382de
2013)en desarrollode una leymarco (Ley4i1de 1992)yen acatamientodirecto
de la Constitución impone una nueva compresióndel principio de legalidad,
el cual se encuentra permeado por un modelo de Estado Social
intervencionista que, a su vez, legitima a la Administración pública para
actuar no corno simple aplicadora estricta del marco legal previamente
imperante (concepción clásica), sino como un organismo estatal que toma
decisionesen realidades creadoras, que deben poner en marcha soluciones a

18Consejo de Estado, sentencia del 27 de enero de 2022, Rad. 2014-00666,Sala de Contencioso Administrativo,
Sección Segunda, c.pWilliam Hemández Gómez,
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problemas complejos de la sociedad con una rapidez que no caracteriza la
naturaleza de la actividad legislativa".

Lo anterior implica ya no una vinculación de la actividad administrativa de
corte positiva, es decir, detallada en ley mediante reglas precisas, sino más
bien una vinculación negativa, en el sentido de ser finalista o programática,
fundamentada en principios que tienen amplio margen de apreciación y que
ponen en manos del decisor discrecionalmente los parámetros de su decisión.
De lo anterior, se puede afirmar que un Estado Social de Derecho regido por
una Constitución, como la del 1991, ha pasado de la concepción clásica y
formalista de la legalidad a una concepción sustancialista en la que la
Constitución concede a la administración potestades originarias en materia
reglamentaria y de implementación de políticas públicas, lo que tiene como
consecuencia un acatamiento del principio de legalidad teleológica que
incluye la exigencia de observancia por parte de la administración de
principios y derechos fundamentales que imponen la toma de decisiones que
atiendan al principio de proporcionalidad en las materias que se regulan-''.

Así las cosas, implica un deber mayor para la administración pública, toda vez
que esta concepción actualizada del principio de legalidad, aplicable en
Estados que se declaren constitucionalmente como Sociales de Derecho,
impone reglas propias de la concepción formal como la sujeción de la
administración a la ley formal, pero además el deber constitutivo de
acatamiento de principios y valores del ordenamiento que debido a sus
características teleológicas fijan directrices finalistas que abren camino a la
discrecionalidad, pero que al mismo tiempo sujetan a la administración a1
respeto del principio de proporcionalidad, al punto de que su infracción
termina contrariando el principio de legalidad, porque desconoce su
componente programático ordenado por la Constituciónu,

2.7.3. El concepto de salario en la legislación interna

El artículo 127 del Código Sustantivo del Trabajo, modificado por el artículo
14 del Ley 50de 1990, dispone que constituye salario no sólo la remuneración

19Marín Hernández, Hugo Alberto. El principio de proporcionalidad en el derecho administrativo colombiano.
Universidad Externado de Colombia, Bogotá, pág. 26.
20 Ibídem, pág. 27.
21 Ibídem, pág. 28.
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ordinaria, fijao variable, sino todo lo que recibe el trabajador en dinero o en
especie como contraprestación directa del servicio,sea cualquiera la forma o
denominación que se adopte, como primas, sobresueldos, bonificaciones
habituales, valor del trabajo suplementario o de las horas extras, valor del
trabajoen días de descansoobligatorio,porcentajessobreventas y comisiones.

Por su parte, el artículo 128ibídem señala:

ARTICULO 128. PAGOS QUE NO CONSTITUYEN SALARIO.
<Artículo modificado por el artículo 15 de la Ley 50 de 1990.El nuevo
texto es el siguiente:> No constituyen salario las sumas que
ocasionalmente y por mera liberalidad recibe el trabajador del empleador,
como primas, bonificaciones o gratificaciones ocasionales, participación
de utilidades, excedentes de las empresas de economía solidaria y lo que
recibe en dinero o en especie no para su beneficio, ni para enriquecer su
patrimonio, sino para desempeñar a cabalidad sus funciones, como
gastos de representación, medios de transporte, elementos de trabajo y
otros semejantes. Tampoco las prestaciones sociales de que tratan los
títulos VID y IX, ni los beneficios o auxilios habituales u ocasionales
acordados convencional o contractualmente u otorgados en forma
extralegal por el {empleador}, cuando las partes hayan dispuesto
expresamente que no constituyen salario en dinero o en especie, tales
como la alimentación, habitación o vestuario, las primas extralegales, de
vacaciones, de servicios o de navidad.

A su vez, el artículo 4222del Decreto 1042de 1978,preceptúa que además de
la asignaciónbásica fijada por la ley para los diferentes cargos, del valor del
trabajo suplementario y del realizado en jornada nocturna o en días de
descanso obligatorio, constituyen salario todas las sumas que habitual y
periódicamente recibeel empleado como retribuciónpor sus servicios.

22 "Por el cual se establece el sistema de nomenclatura y clasificación de los empleos de los ministerios,
departamentos administrativos, superintendencias, establecimientos públicos y unidades administrativas
especiales del orden nacional, se fijan las escalas de remuneración correspondientes a dichos empleos y se dictan
otras disposiciones".
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2.7.4. La jurisprudencia del Consejo de Estado sobre el concepto de
salario

El Consejo de Estado en su jurisprudencia ha empleado la definición de
salario prevista en el artículo 127del CST,señalando que si bien esta norma
no se aplica en la regulación del régimen salarial y prestacional de los
servidores públicos, su contenido se emplea como criterio de interpretación
para determinar el alcance de dicho concepto 23r estableciendo de manera
reiterada en sus fallos, que éste comprende no sólo la remuneración básica
mensual, sino todo emolumento que devengue el servidor público de manera
directa y periódica como retribución por sus servicios, con carácter oneroso y
habitual.

En concepto Nº. 1393,del 18de julio de 2002,M.P.Flavio Augusto Rodríguez
Arce, la Sala de Consulta y Servicio Civil del Consejo de Estado, precisó los
siguientes aspectos sobre el salario:

...EIsalario JI••• aparece (...) comola remuneración socialmás inmediata o
directa que el trabajador recibepor la transmisión que hace de su fuerza
de trabajopara ponerla a disposicióndel empleador...", En efecto,según
el artículo 127 del Código Sustantivo de Trabajo (subrogado por el
artículo 14 de la ley 50 de 1990) JIconstituye salario no sólo la
remuneración ordinaria, fija o variable, sino todo lo que recibe el
trabajador en dinero o en especie como contraprestación directa del
servicio, sea cualquiera la forma o denominación que se adopte, como
primas, sobresueldos, bonificaciones habituales, valor del trabajo
suplementario o de las horas extras,valor del trabajoen días de descanso
obligatorio,porcentajessobreventas y comisiones."En similar sentido el
artículo 42 del decreto 1042 de 1978 establece que "además de la
asignaciónbásica fijadapor la leypara losdiferentescargos,del valor del
trabajo suplementario y del realizado en jornada nocturna o en días de
descansoobligatorio,constituyen salario todas las sumas que habitual y
periódicamente recibeel empleado comoretribución por sus servicios...

El mismo concepto citado, también precisó una distinción que disipa toda
confusión entre los conceptos del salario y sueldo, la cual esta SalaTransitoria
quiere poner de presente, pues el concepto de sueldo debe ser entendido (Sala

13 Consejode Estado, SecciónSegunda, c.P. LuisRafaelVergaraQuintero, proceso con radicado l1001-Q325-000-
201HJOO67-OO y número interno 0192-2011. En este caso, se declaró la nulidad de la expresión "no constituirá
factor salarial para ningún efecto legal" del artículo 5 del Decreto 4050 de 2008, que regula el incentivo por
desempeño grupal.
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de consulta 705) como una noción restringida que tiene plena coincidencia con
la IJasignación básica fijada por la ley para los diversos cargos de las administración
pública/ mientras que el salario es un noción amplia que comprende todas las sumas
que habitual y periódicamente recibe el empleado como retribución por sus servicios
"24

Ahora bien, sobre la interpretación y alcance del concepto de salario, el
Consejo de Estado-Sección Segunda -Sub sección B25, al pronunciarse sobre la
demanda de nulidad parcial de los artículos 4,5 Y6del Decreto 126826de 1999,
que consagran 11sin carácter salarial", respectivamente, la prima de dirección,
el incentivo por desempeño grupal y los incentivos al desempeño en
fiscalización y cobranzas de algunos servidores públicos de la DIAN, indicó
que constituye criterio reiterado de esa Sección, que la naturaleza salarial de
un pago se deriva de la retribución directa de los servicios del trabajador
causado de manera habitual y periódica.

En dicha sentencia, la Alta Corporación estudió los cargos de nulidad
planteados en la demanda relacionados con la violación del derecho a la
igualdad frente a la prima de servicios de la Rama Judicial, consagrada en los
artículos 14 y 15 de la Ley 42 de 1992, el desconocimiento de los derechos
adquiridos de los empleados públicos de la DIAN, la desviación de poder y
el carácter remunerativo de los elementos salariales previstos en los artículos
demandados, concluyendo que el único cargo que ameritaba prosperar era
este último y, solo respecto de la expresión "sin carácter salarial" contenida en
el artículo 4 del Decreto 1268de 1999,que consagra la prima de dirección, por
desconocer el concepto de salario, como quiera que se trata de un pago como
retribución por la prestación del servicio, es decir que remunera de forma
periódica el ejercicio de las funciones de los servidores que hayan sido
designados en las jefaturas de la DIAN, situación que no ocurría respecto de
los incentivos previstos en los artículos 5 y 6 del citado Decreto, en razón a
que se percibían de manera ocasional.

De conformidad con la jurisprudencia anteriormente citada, la Sala llega de
un modo razonable a las siguientes conclusiones:

24 Cfr. Younes Moreno, Diego (2018). Derecho Administrativo Laboral. Temis, Bogotá, págs. 183-184.
zs Consejo de Estado, sentencia del 19 de febrero de 2018, Radicación No. 2011-00167-00. c.p César Palomino
Cortés.
26 "Por el cual se establece el régimen salarial y prestacional de los servidores públicos de la contribución de la
Unidad Administrativa Especial Dirección de Impuestos y Aduanas Nacionales".
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Primero, que es criterio reiterado del Consejo de Estado que el concepto de
salario emerge de la interpretación efectuada al artículo 127 del eST, en el
sentido que constituye salario no solo la remuneración fija u ordinaria que
percibe el trabajador por la prestación de sus servicios a favor del empleador,
de forma personal, directa y subordinada, sino además por todo lo que bajo
cualquier otra denominación o concepto, en dinero o en especie (primas,
sobresueldos, bonificaciones habituales, trabajo suplementario, comisiones),
ingrese a su patrimonio de manera habitual y periódica, sin que pueda
condicionarse su naturaleza salarial a la definición que le atribuya el gobierno
en el ejercicio de su potestad reglamentaria.

Segundo, que según lo establecido en el artículo 128 ibídem, los pagos
meramente ocasionales que devengue el servidor público o que se encuentren
condicionados al cumplimiento de determinadas situaciones, no constituyen
salario.

Tercero, que el concepto de salario establecido en el ordenamiento jurídico
interno, igualmente se interpreta a la luz del Convenio 095 de la Organización
Internacional del Trabajo (en adelante OIT), como quiera que guarda
intrínseca relación con lo establecido en el artículo 127 del eST, en la medida
que define este concepto como la remuneración o ganancia, sea cual fuere su
denominación, debida por el empleador a un trabajador en virtud del servicio
o trabajo realizado.

Cuarto, que desconocer el contenido salarial a los pagos que el servidor
público percibe de manera habitual y periódica, sea bajo la denominación de
prima, bonificación o cualquier otra, es contrario a la finalidad que persiguen,
relacionada básicamente con representar un incremento a su remuneración y
se traduce en el desconocimiento al principio de progresividad, consagrado
en el artículo 53 de la Carta Política, que contiene la noción de salario vital y
móvil proporcional a la cantidad y calidad del trabajo.

ASÍ, con relación al concepto de salario que ha sido aplicado en el precedente
judicial y su relación con la Bonificación judicial regulada en el Decreto 382 de
2013, el Consejo de Estado ha reiterado recientemente que:
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Además de las anteriores consideraciones, la Sala no deja pasar por alto que
existe una sólida línea jurisprudencial creada por los Jueces y Magistrados de
nuestra jurisdicción, la cual desarrolla el carácter salarial y los criterios que
permiten su identificación, tomando como referencia lo que al respecto consagra
la ley laboral colombiana y la jurisprudencia de la Corte Constitucional como del
Consejo de Estado, indicando que según la ley laboral colombiana el salario lo
constituye todo aquello que el trabajador recibe en dinero o en especie como
contraprestación directa del servicio prestado, siempre que sea reconocido en
forma habitual y no por mera liberalidad del empleador. Así tenemos, que la
susodicha Bonificaciónjudicial reúne todos los requisitos del salario ya Quesin
perjuicio de la denominación que se le atribuya, todo pago habitual que recibe el
trabajador en contraprestación de su servicio personal constituye salario,
incluidas las bonificaciones habituales".

2.8. Normas internacionales-bloque de constitucionalidad sobre la
protecciónespecialdel salario

Finalmente, resulta pertinente destacar por parte de la Sala, que en virtud del
artículo 93 de la Constitución, los Convenios Internacionales de Trabajo de la
OIT ratificados por Colombia, hacen parte de la normativa ius fundamental de
nuestro ordenamiento jurídico, al ser incorporados al bloque de
constitucionalidad. Así el convenio 095 de 1949 de la OIT, ratificado por la Ley
54 de 1992, establece respecto de la protección del salario de los trabajadores
lo siguiente:

(... )Artículo 1
A los efectos del presente Convenio, el término salario significa la
remuneración o ganancia, sea cual fuere su denominación o método de
cálculo, siempre que pueda evaluarse en efectivo, fijada por acuerdo o por
la legislación nacional, y debida por un empleador a un trabajador en
virtud de un contrato de trabajo, escrito o verbal, por el trabajo que este
último haya efectuado o deba efectuar o por servicios que haya prestado
o deba prestar.

Artículo 2
1. El presente Convenio se aplica a todas las personas a quienes se pague
o deba pagarse un salario.

27 Consejo de Estado, sentencia del 6 de abril del 2022, Sala de Contencioso Administrativo, Sección Segunda,
Rad, 76001233300020180041401 (0470-2020), ConjuezPonente Carmen Anaya de Castellanos.
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Sobre la aplicación de dicho convenido en el ordenamiento jurídico interno,
en sentenciaSU-995de 19991M.P.CarlosGaviriaDíaz, la CorteConstitucional
interpretó el alcancedel concepto "salario ", así:

(oo.) En este orden de ideas, la noción de salario ha de entenderse en los
términos del Convenio95de la OrganizaciónInternacional del Trabajo_
relativo a la proteccióndel salario...
Esto quiere decir que para efectos del significado que en nuestro
ordenamiento ha de tener la voz salario y, sobre todo, para la protección
judicialdel derechoa su pago cumplido,deben integrarse todas las sumas
que sean generadas en virtud de la labor desarrollada por el trabajador,
sin importar lasmodalidades o denominacionesque puedan asignarlesla
ley o las partes contratantes. Así, no sólo se hace referencia a la cifra
quincenal o mensual percibida por el empleado -sentido restringido y
común del vocablo-, sino a todas las cantidades que por concepto de
primas, vacaciones,cesantías,horas extras -entre otras denominaciones-,
tienen origen en la relación laboral y constituyen remuneración o
contraprestaciónpor la labor realizada o el servicioprestado.
Las razones para adoptar una noción de salario expresada en estos términos,
no sólo se encuentran en la ya referida necesidad de integración de los
diferentesórdenes normativos que conformanel bloque de constitucionalidad,
sino que son el reflejo de una concepción garantista de los derechos
fundamentales, que en materia laboral constituyeuno de los pilares esenciales
del EstadoSocialde Derecho...

Teniendo en cuenta lo anterior, esta Sala Transitoria, no pierde de vista el
efecto que tiene, con relación a la actividad legislativay, con mayor razón, a
la reglamentaria, la incorporación de las Normas Internacionales del Trabajo
(NIT), en virtud de los efectos jurídicos de los artículos 53 y 93 de la
Constitución de 1991, así corno de la conformación del bloque de
constitucionalidad. Este efecto no es otro que el límite al ámbito de la
configuracióny discrecionalidad legislativa,así lo ha entendido el precedente
de constitucionalexpresado, por ejemplo,en las sentenciasC-03B de 2004,C-
177de 2005,C-6l4 de 20091T-171de 2012y C-lB5 de 2019.Delmismomodo,
la doctrina especializada, ha venido precisando que el trabajo es valor
fundante de nuestro Estado Socialde Derecho, que el mismo configura un
principio rector y un derecho fundamental del sistema jurídico colombiano,
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por lo expresamente normado en el preámbulo y en los artículos 1 y 25 de la
Constítución".

2.9. Creación de la bonificación judicial - Decreto 382 de 2013

En desarrollo de las normas generales señaladas en la Ley 4ª de 1992, el
Gobierno Nacional expidió el Decreto 382 de 2013,mediante el cual creó una
bonificación judicial para los servidores públicos de la Fiscalía General de la
Nación a quienes se aplica el régimen salarial y prestacional establecido en el
Decreto número 53 de 1993,y que vienen rigiéndose por el Decreto número
875 de 2012y por las disposiciones que lo modifiquen o sustituyan, a la cual
únicamente se le atribuyó el carácter salarial para la base de cotización al
Sistema General de Pensiones y Seguridad Social en Salud.

La expedición de dicho Decreto también tuvo lugar en razón al paro judicial
adelantado en el año 2012 por parte de los jueces, fiscales y empleados de
la Rama Judicial y de la Fiscalía General de la Nación, cuya finalidad fue
lograr la nivelación salarial ordenada por el parágrafo del artículo 14 de la
Ley 4ª de 1992, situación que condujo al Gobierno Nacional y a los
representantes de los funcionarios y empleados de dichas entidades a
suscribir el Acta de acuerdo del 6 de noviembre de 2012, en la que se
estableció:

(... ) 1.- Reconocer el Derecho a los Funcionarios y empleados de la
Rama Judicial y Fiscalía General de la Nación a tener una nivelación en la
remuneración en los términos de la Ley 4ª de 1992, atendiendo criterios
de equidad.

2.- Para los efectos a que se refiere el numeral anterior, el Gobierno
Nacional dispondrá de la suma de UN BILLÓN DOSCIENTOS VEINTE
MIL MILLONES
($1.220.000.000.000) DE PESOS M/cte., cifra que se distribuirá en los
presupuestos anuales, iniciando en la vigencia fiscal de 2013, y
culminando en la vigencia Fiscal de
2018 (... )

El proceso de ajustes en los sistemas de remuneración de los funcionarios
y empleados de la Fiscalía General de la Nación, iniciará igualmente en la
vigencia fiscal del 2013 y se realizará de forma equivalente al proceso que

28 Molina Monsalve, Carlos Ernesto (2022). El Bloque de Constitucionalidad. Análisis sistemático y critico. Legís,
Bogotá, pág. 119.
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se realice para los funcionarios y empleados de la Rama Judicial, con el
monto que para ello se requiera (... )". (Negrillas fuera del texto original).

En ese orden de ideas, el Decreto 382 de 2013, consagró la bonificación judicial
de la siguiente manera:

Artículo 10. Créase para los servidores de la FiscalíaGeneral de la Nación
a quienes se aplica el régimen salarial y prestacional establecido en el
Decreto número 53 de 1993, y que vienen rigiéndose por el Decreto
número 875 de 2012 y por las disposiciones que 10 modifiquen o
sustituyan, una bonificación judicial, la cual se reconocerá mensualmente
y constituirá únicamente factor salarial para la base de cotización al
Sistema General de Pensiones y al Sistema General de Seguridad Social
en Salud.
La bonificación judicial se reconocerá a partir del 1° de enero de 2013,se
percibirá mensualmente, mientras el servidor público permanezca en el
servicio y corresponde para cada año ...
Artículo 2°. Los funcionarios y empleados de la Fiscalía General de la
Nación que no optaron por el régimen establecido en el Decreto número
53 de 1993y que continúan con el régimen del Decreto número 839 de
2012y las disposiciones que lo modifican o sustituyan, de percibir en el
año 2013y siguientes un ingreso total anual inferior al ingreso total anual
más la bonificación judicial que se crea en el presente decreto, respecto de
quien ejerce el mismo empleo y se encuentra regido por el régimen
salarial y prestacional obligatorio señalado en el Decreto número 53 de
1993,percibirán la diferencia respectiva a título de bonificación judicial,
mientras permanezcan vinculados al servicio.
Artículo 3°. Ninguna autoridad podrá establecer o modificar el régimen
salarial o prestacional estatuido por las normas del presente decreto, en
concordancia con lo establecido en el artículo 10 de la Ley 41de 1992.
Cualquier disposición en contrario carecerá de todo efecto y no creará
derechos adquiridos ...

El Decreto citado fue modificado por los Decretos N° 022 de 2014, 1270 de
2015, 247 de 2016, 1015 de 2017, 341 de 2018 y 993 de 2019, respecto a los
porcentajes de liquidación de la bonificación judicial, sin embargo, se
mantuvo la restricción de considerarla como factor salarial únicamente para
la base de cotización al Sistema General de Pensiones y al Sistema General de
Seguridad Social en Salud. Restricción que esta Sala Transitoria tiene como
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violatoria del Constitución y la Ley, por las razones expuestas en la parte
motiva de esta providencia.

2.10. Caso concreto

2.10.1.Sobre los reparos de la apelación

Con relación al reparo que indica que "se desconoce que el Decreto 382 de 2013
está vigente en nuestro ordenamiento jurídico por lo que goza de plena vigencia
validez al encontrarse amparado en el principio de legalidad", lo que argumenta la
entidad demanda es que "las disposiciones contenidas en el citado decreto son
producto de una facultad otorgada al Gobierno Nacional de la Constitución Política
de Colombia" y que a su vez se encuentra, están regidas por "los criterios
señalados por el Congreso de la República en la Ley 41l de 1992", razones por las
cuales el Decreto 382 de 2013 es válido y vigente, toda vez que no ha sido
derogado, declarado inconstitucional o ilegal.

Para esta Sala Transitoria el anterior no es de recibo, ya que como se dejó
claramente expuesto en la parte motiva de esta providencia, la competencia
de fijar el régimen salarial y prestacional es una competencia concurrente que
está principalmente en cabeza del legislador, quien es el que fija el marco
general al que debe sujetarse el gobierno a la hora de reglamentar dicho
régimen. Teniendo en cuenta lo reglado en tratados internacionales, la
Constitución, la Ley y el precedente judicial de carácter constitucional y
contencioso administrativo, para esta corporación es clara la
inconstitucionalidad del citado decreto y de los actos administrativos
demandados, así como también de la desproporción contenida en tales de
decisiones que terminó afectando el derecho a la igualdad y los derechos
laborales de la demandante. Esta Sala Transitoria recuerda que, si bien de los
actos administrativos se puede predicar una presunción de legalidad, no se
puede hacer lo mismo con su constitucionalidad, la cual, hechos los análisis
pertinentes, está claramente comprometida en el caso concreto, razones por
las que su inaplicación por inconstitucional impone despachar
desfavorablemente este primer reparo.

Respecto del segundo reparo, que manifiesta que "se desconoce la definición de
salario tanto en el ámbito internacional como el nacional", este tampoco es
procedente, pues bien lo indicó esta Sala Transitoria en la parte motiva de esta
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providencia, señalando que, el concepto de salario acogido por el precedente
judicial del Consejo de Estado que, a su vez, se sustenta en el precedente
constitucional, es el contenido en el artículo 127 del Código Sustantivo de
Trabajoy en Convenio95de la OIT,en aplicacióndirecta de los artículos53y
93de la Constitución, así comoel precedente constitucional expreso sobre la
materia sentado en la sentenciaSU-995de 1999.Adicionalmente,con relación
a la sentencia de Corte Suprema de Justicia en este punto, sobre la
conceptualizacióndel salario, recuerda esta Sala Transitoria que los jueces y
magistrados no están obligadosa seguir "precedentes" de jurisdiccionesa las
que no pertenecen, ya que las Altas Cortes que los profieren no son "superior
jerárquico" y tampocounificanjurisprudencia en la especialidad», Motivospor
los cuales el reparo tampocoha de prosperar.

En atención al otro reparo que expresa que "se desconoce el precedente
jurisprudencial del Consejo de Estado y de la Corte Constitucional sobre la
discrecionalidad del legislador para determinar qué constituye o no salario". Este
reparo tampoco ha de prosperar, toda vez que ninguna de las sentencias
citadas contiene en su ratio dedicendí lo que afirma la entidad demanda, por
conducto de su apoderado, esto es: que "el legislador o quien haga sus veces"
tiene una discrecionalidadpara fijarregímenes salarialeso prestacionales,sin
ninguna otra consideración.EstaSalaTransitoriadebe recordar, en estepunto,
lo que dejó expuesto en la parte motiva de esta providencia relacionado con
la competencia del legislador y del ejecutivo respecto de la regulación de
regímenes salarialesy prestacionales.

Si bien es cierto que entre el legislativoy el ejecutivoexisteuna competencia
concurrente sobre la materia aludida, no se puede desdibujar la distinciónde
una y otra rama del poder público respecto de esa competencia.Empezando
por considerar que la competencia otorgada por la Constitución sobre esa
materia es, en primera instancia,del legisladory de reserva legislativa,la cual
se desarrolla a través de leyesmarco a las cuales está sometido el gobierno al
momento de desplegar su competenciaconstitucionalen ese campo,la cual se
subraya, no es de naturaleza legislativa sino meramente reglamentaria, es
decir, administrativa, lo que tiene como consecuencia que si bien hay
discrecionalidad a la hora de regular la materia, esta no es absoluta y
encuentra límitesen lajerarquía normativa, esto es,el legisladortiene limitada
su facultad discrecional por la Constitución y los tratados internacionales
(Bloque de constitudonalidad), mientras que la facultad discrecional del
ejecutivo se encuentra limitada por la Ley y, además, por las demás fuentes
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formales de derecho que a su vez someten la actividad legislativa, por lo que
tratándose del ejecutivo, la discrecionalidad de su actividad encuentra límites
superiores que operan conmucha más fuerza sobre una fuente formal que no
tiene naturaleza legislativa, sino meramente administrativa.

En ese sentido, el Decreto 382 de 2013, no es legislativo, es reglamentario,
administrativo, por tanto, al expedirse, el ejecutivo no hacía las veces del
legislador. Interpretar en otro sentido las sentencias citadas en el reparo,
podría conllevar a conclusiones contrarias a las Constitución y a las Normas
Internacionales del Trabajo que amparan expresamente los derechos del
trabajador. Razones por las cuales el reparo es improcedente.

Respecto del cuarto reparo, el cual indica que JIse desconoce que el Decreto 382
de 2013 fue el resultado de una negociación colectiva entre el Gobierno y los
representantes de la Fiscalía General de la Nación". Sibien esto es cierto, no es que
se trate de un desconocimiento de la negociación colectiva vía acuerdo o
convenio de trabajo. Lo que acontece es que, como quedó expuesto en la parte
motiva de esta providencia, la Bonificación Judicial constituye factor salarial
y, por tanto, es un derecho del trabajador. Esta Sala Transitoria en observancia
de lo expresamente consagrado en el inciso quinto del artículo 53 de la
Constitución de 1991 entiende que el reparo tampoco debe prosperar de
acuerdo con lo ahí regulado, ya que "la ley, los contratos, los acuerdos y convenios
de trabajo, no pueden menoscabar la dignidad humana ni los derechos de los
trabajadores". Y tal como lo ha reflexionado la doctrina especializada, todo lo
regulado en la disposición constitucional citada permea JIderecho aplicable a los
empleados públicos. l ...l Es preciso resaltar el derecho al trabajo en condiciones
dignas, condición aplicable tanto en el sector público como en el sector prioado'».

Frente al quinto reparo, este es, "se desconoce el mandato constitucional de
sostenibilidad fiscal", Frente a ello, esta Sala Transitoria, dirá que si el juez
decidiera exclusivamente tomando en cuenta las consecuencias eventuales de
sus fallos, entonces dejaría de ser independiente para convertirse en un
órgano político, y el derecho perdería todo su sentido como instancia
normativa de cohesión social, con graves efectos sobre la seguridad jurídica,
la confianza legítima en las instituciones y los derechos individuales. Lo
anterior ha de considerarse, precisamente, en observancia del inciso cuarto del
artículo 334 de la Constitución de 1991, que prevé, tratándose de la
sostenibilidad fiscal y las consideraciones que sobre ella puedan recaer que
"en ningún caso se afectará el núcleo esencial de los derechos fundamentales". Lo que
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viene a ser forzado por el parágrafo de la misma disposición al fijar su propio
criterio interpretativo, al reglar que IJal interpretar el presente artículo, bajo
ninguna circunstancia, autoridad alguna de naturaleza administrativa, legislativa o
judicial, podrá invocar la sostenibilidad fiscal para menoscabar Los <sic>derechos
fundamentales, restringir su alcance o negar su protección efectiva ". Motivos por
los cuales el reparo no prospera.

Finalmente, frente al sexto y séptimo reparo, estos son, JILa inclusión de la
bonificación judicial como factor salarial afecta directamente las normas particulares
adicionales que se han promulgado para reglamentar la forma de liquidar cada
prestación social o emolumento laboral, pues se adicionaría un factor que no había sido
previsto en dichas normas" y "se vulnera el debido proceso al desconocer la obligación
de argumentar la vulneración del decreto 382 de 2013 a las disposiciones
constitucionales", los mismos no son de recibo para esta Sala, pues la expresión
IIconstituirá únicamente factor salarial para la base de cotización al Sistema General
de Pensiones y al Sistema General de Seguridad Social en Salud", contenida en el
artículo 1Q del Decreto 382 de 2013, desconoce el principio de remuneración
mínima vital y móvil, proporcional a la cantidad y calidad de trabajo, allí
contenido, que a su vez guarda intrínseca relación con el concepto de salario,
el cual comprende no solo la remuneración fija u ordinaria devengada por el
trabajador por la prestación de sus servicios, de forma personal, directa y
subordinada, sino además por todo lo que bajo cualquier otra denominación
o concepto, en dinero o en especie, ingrese a su patrimonio de manera habitual
y periódica.

De la misma manera, desnaturaliza la nivelación salarial ordenada por la Ley
4i de 1992 para los servidores públicos de la Fiscalía y de la Rama Judicial, ya
que desconoce los criterios que la orientan, los cuales se fundamentan en el
principio de equidad, conforme se estableció del parágrafo del artículo 14 de
la citada ley, que ordena al Gobierno Nacional establecer el sistema de
remuneración salarial y prestacional de dichos servidores conforme al
mencionado principio.

Por lo que no cabe la menor duda que en el caso concreto, se configura el tercer
presupuesto establecido por la Corte Constitucional para la aplicación de la
excepción de inconstítucíonalidad», ya que dicho aparte normativo,
desconoce los principios constitucionales aludidos.
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Sin perder de vista que, la bonificación judicial creada mediante el Decreto
382 de 2013, tiene naturaleza intrínsecamente salarial en la medida que no es
una prestación ocasional, sino que se percibe de manera habitual y periódica
por la parte demandante, conforme se demostró de los documentos
aportados al expediente y constituye una retribución directa por sus servicios,
además de ser eminentemente onerosa, características éstas que según la ley
laboral y la jurisprudencia de las Altas Cortes, permiten atribuirle pleno
carácter salarial.

Por tanto, resulta contradictorio con los principios y normas atrás
mencionadas, que se restrinja la bonificación judicial como factor salarial
únicamente para efectuar descuentos con destino al Sistema de Seguridad
Social, como quiera que por una parte, se crea un beneficio con el fin de
nivelar salarialmente a los servidores judiciales, conforme lo ordenado por la
Ley 4il de 1992y por otra, se desconoce su naturaleza salarial para desmejorar
sus condiciones prestacionales, en la medida que se descuenta de la misma un
porcentaje para cotizar al Sistema de Seguridad Social en salud y
pensiones, pero no se tiene en cuenta para liquidar sus prestaciones sociales,
tales como vacaciones, primas, cesantía, entre otras.

Así, en atención a los precedentes jurisprudenciales expuestos anteriormente
y como quiera que la bonificación judicial creada mediante Decreto No. 382
de 2013,y demás decretos que lo modificaron, constituye factor salarial para
todos los efectos legales, en aplicación del artículo 4º de la Constitución
Política, es procedente inaplicar para el caso concreto la expresión "y
constituirá únicamente factor salarial para la base de cotización al Sistema General de
Pensiones y al Sistema General de Seguridad Social en Salud", contenida en el
artículo primero del citado Decreto, conforme lo estableció la a-quo en su
providencia, de allí que se confirmará la sentencia de primera de primera
instancia en cuanto accedió a las pretensiones de la demanda.

Ello en razón a que, una vez revisado el recaudo probatorio se acredita que el
demandante mediante el ejercicio del derecho de petición, solicitó a la Fiscalía
General de la Nación la reliquidación de sus prestaciones sociales incluyendo
la bonificación judicial consagrada en el Decreto 382 de 2013,sobre la base de
considerar que constituye factor salarial para todos los efectos legales, como
quiera que se devenga de manera habitual y periódica, solicitud que fue
negada por la Administración mediante los actos administrativos
demandados, en los que estimó que el Decreto en mención no estableció el
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carácter salarial para la bonificación judicial objeto de estudio, salvo para los
descuentos en salud y pensión, de allí que no fuera posible impartirle un
alcance diferente al consignado en la norma que la creó.

Igualmente, se concluye que la parte demandante, de acuerdo con las pruebas
que aportó con la demanda, devenga de manera ininterrumpida la
bonificación judicial de que trata el Decreto 382de 2013,de manera retributiva
y habitual (mensual), durante la vigencia del Decreto en mención, conforme
a su vinculación laboral con la entidad y que, la Administración ha teniendo
en cuenta la bonificación judicial para la realización de los aportes al Sistema
General de Seguridad Social en Pensiones y Salud, pero la ha excluido para
efectos de la liquidación de las demás prestaciones sociales.

Por tanto, la Administración, debe reconocer la bonificación judicial como
factor salarial para todos los efectos legales e incluirse en la reliquidación de
las prestaciones sociales del demandante, desde la fecha en que se hizo
exigible y en las que a futuro se causen, acorde con las pretensiones de la parte
demandante.

Así las cosas, serán desestimados los argumentos del recurso de apelación. En
cambio, se confirmará la sentencia apelada que accedió a las pretensiones de
la demanda.

Pasando al segundo contra argumento planteado por el recurrente; esta Sala
de Decisión estima que, una interpretación basada únicamente en la autoridad
que tiene la competencia para determinar qué factor constituye salario no
tiene mayor peso sino satisface otros criterios de interpretación que también
son válidos en un Estado Socialy Democrático de Derecho.

Como quedó visto, la interpretación que mejor recoge la voluntad del
legislador histórico, que guarda armonía con otras normas del ordenamiento
jurídico, como aquellas del Código Sustantivo del Trabajo, que busca igualar
en forma material los salarios de los servidores judiciales en relación con altos
cargos del país, que se ajusta a los principios constitucionales y mejor
responde a la hermenéutica que le han imprimido las Altas Cortes, es aquella
que opta porque la bonificación judicial es factor salarial para liquidar
prestaciones sociales.
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Por tanto, será desestimada aquella interpretación que sólo opta por darle
prevalencia a aquella interpretación meramente gramatical de las
disposicionessin tener en cuenta que contraría el artículo 53de nuestra Carta
Política,al principio de equidad y a los criteriosy directrices que orientaron
la expediciónde una leymarco, como lo es la Ley41de 1992.

De donde se sigue que todos los argumentos expuestos en la apelación no
tienen vocación de prosperidad, ya que se logró derrotar la presunción de
legalidad que cobija a los actos administrativos demandados. En
consecuencia, esta Sala de Transitoria confirmará la sentencia de primera
instancia que accedióa las pretensiones de la demanda.

Finalmente, se concluye que la parte demandante tiene derecho a la
reliquidación de sus prestaciones sociales con inclusión de la bonificación
judicial en su condición de factor salarial, a raíz de la inaplicación de la
expresión "y constituirá únicamente factor salarial para la base de cotización
al SistemaGeneral de Pensionesy al SistemaGeneral de Seguridad Socialen
Salud", prevista en el artículo 12del Decreto382de 2013,la cual, fue reiterada
en los Decretosposteriores que lo modificaron.En su lugar, se deben aplicar
el preámbulo y los artículos 1,25Y53de la ConstituciónPolíticay el principio
de la equidad.

2.11. Costas procesales

El artículo 365del C.G.P.,aplicable por remisión expresa del artículo 188del
CPACA dispone que se condenará en costas a quien se le resuelva
desfavorablemente el recurso de apelación, siempre que en el expediente
aparezca que se causaron y en la medida de su comprobación.

Sobre la interpretación del mencionado artículo, la Sección Segunda del
Consejode Estado, en proveído del 7 de abril de 201629,dijo que hay lugar a
la imposiciónde la condena en costas con tan sóloverificarque se causaron y
en la medida de su comprobación.

Acogiendo esa línea decisional y dado que la parte demandada, fue quien
interpuso el recurso de apelación y este fue adverso a sus intereses será
condenada a pagar las expensasy gastos sufragados por la parte demandante

29 N° interno 1291-14. CiP, William Hemández Gómez,
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en segunda instancia. Sóloque su verificación corre por cuenta de la Secretaría
del Juzgado que dictó la sentencia de primera instancia. Así las cosas, esa
orden quedará condicionada a que sea esta dependencia quien los liquide (art.
366.C.G.P).

En tomo a las agencias en derecho, éstas se fijarán en la suma de un salario
mínimo legal mensual vigente (1 SMMLV)de conformidad con el artículo 52
numeral 12literal e) del Acuerdo No. PSAA16-10554deIS de agosto de 201630,
expedido por el Consejo Superior de la Judicatura.

En mérito de lo expuesto, la Sala Transitoria Jurisdiccional del Tribunal
Administrativo del Valle del Cauca, administrando justicia en nombre de la
República de Colombia y por autoridad de la Ley,

RESUELVE

PRIMERO: CONFÍRMESE en su integridad la Sentencia No. 265 - 2023 del
veintinueve (29) de septiembre de dos mil veintitrés (2023)proferida por el
Juzgado 403Administrativo Transitorio del Circuito de Manizales.

SEGUNDO: ORDÉNESE a la Fiscalía General de la Nación, el pago de las
expensas y gastos sufragados por la parte actora en segunda instancia siempre
y cuando estén acreditados. FÍJASE como agencias en derecho a ser incluidas
en dicha liquidación la suma de un salario mínimo mensual legal vigente
(lSMMLV). LIQUÍDENSE en forma concentrada por el Juzgado a-quo.

TERCERO: Cópiese, notifíquese y, en firme esta providencia, devuélvase el
expediente al Juzgado de origen, previas anotaciones en la plataforma judicial
"SAMAI" y demás medios informativos dispuestos para el efecto.

NOTIFÍQUESE y CÚMPLASE

LosMagistrados,

Firmado electrónicamente Firmado electrónicamente

30 N° interno. 1291-14. C.P. William Hemández Cómez.
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DIEGO LEÓN GÓMEZ MARTÍNEZ
Magistrado Ponente

GONZALO PERDOMO CABRERA
Magistrado

Firmado electrónicamente
MARÍA EUGENIA CLAVIJO

Magistrada
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REPÚBLICA DE COLOMBIA
RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO

JUZGADO 403 ADMINISTRATIVO TRANSITORIO DEL CIRCUITO DE
MANIZALES

Manizales,veintiocho{28}de noviembrede dos mil veintitrés (2023).

MEDIO DE CONTROL: Nulidady Restablecimientodel Derecho
RADICADO: 63-001-33-32-002-2020-00032-00
DEMANDANTE: Osear Iván ChávezDiaz
DEMANDADO: Nación-Físcalía General de la Nación

A.I.3319

Deconformidadcon el articulo 247 del C.P.A.C.A.,modificadopor el artículo 67 de
la Ley 2080, por su procedencia, oportunidad y sustentación, SE CONCEDE EL
RECURSO DE APELACIÓN, interpuesto por el apoderado de la parte demandada,
en contra de la sentencia proferidael 29 de septiembre de 2023.

AlabogadoRAFAEL HUMBERTO VERGARA QUEMBA, identificadocon cédula de
ciudadanía No. 79.473.705, portador de la Tarjeta ProfesionalNro. 114.041 del
Consejo Superior de la Judicatura, se le RECONOCE PERSONERfA para actuar
como apoderado, en nombre y representación de la entidad demandada, de
conformidadcon el poder conferido.

Una vez ejecutoriada la presente providencia, REMíTASE EL EXPEDIENTE, al
HonorableTribunal Administrativodel Quindío.

NOTIFÍQUESE y CÚMPLASE

YORLY XIOMARA GAMBOA CASTAA'O
JUEZ

Secretaria Ad-Hoc

JUZGADO 403 ADMINISTRATIVO TRANSITORIO DEL
CIRCUITO

MANIZALES - CALDAS

NOTIFICACIÓN POR ESTADO

La providencia anterior se notifica en el Estado

No. 084 DEL 29 DE NOVIEMBRE DE 2023

VALERlA CAÑAS CARDONA
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Certificado
Bancario

Miércoles, 22 de junio de 2022

Señor(a)
A QUIEN PUEDA INTERESAR

BANCOLOMBIA S.A. se permite informar que CESAR FELIPE GOMEZ VILLABON identificado(a) con CC
1094930741, a la fecha de expedición de esta certificación, tiene con el banco los siguientes productos:

Producto No. Producto Fecha Apertura Estado
CUENTA DE AHORROS 86767272288 2016/10/22 ACTIVA

*Importante: Estaconstanciasolo hace referenda a los productos mendonados anteriormente.
*Si desea verificar la veracidad de esta infonnación, puede comunicarse con la Sucursal Telefónica Bancotombia tos
siguientes números: Medellín - Local: (60-4) 510 90 00 - Bogotá - Local: (60-1) 343 00 00 - Barranqullla - Local:
(60-5) 361 88 88 - Cali - Local: (60-2) 554 05 05 - Resto del país: 01800 09 12345. Sucursales Telefónicas en el
exterior: España (34) 900995717 - Estados Unidos (1) 1 8663799714.
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Catalina COftés Uribe
Gerente Servicios Contaet Center & BPO



BBVA

BBVA COLOMBIA
NIT 860.003.020-1

CERTIFICA

Que OSeAR IVAN CHAVES DIAZ identificado(a) con cédula de ciudadanía número 1.085.247.389
se encuentra vinc!-,1ado{a)a nuestra entidad a través de la Cuenta De Ahorros Libreton No
00130695000200210203 aperturada el 08 de noviembre de 2007, cuenta embarIJada y que a la
fecha ha presentado un manejo conforme a lo establecido contractualmente.

El número de cuenta podrá ser utilizada en nuestros canales como se indica a continuación:

9 dígitos: 695210203
10 dígitos: 0695210203
16 dígitos: 0695000200210203

Recuerde que para pago en nómina a través de Net Cash, el formato a utilizar es de 16 dígitos ..

Esta certificación se expide a solicit~d del titular el día 15de Julio de 2024 a las 09:09, Con destino ¡. Quien ~~terese. .

. r ,
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./ FIRMA AUTOGRAFICA
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FamUarfo del Ragistro únicoTrIbutaIfo
2. CancepIo

141052614566

5. NOnI8Iode IdetItillallol6n TIIbuIIuIa (NIT)

108 5 247

o lIUCGIi6n ¡liquida

28. Pila

31. PlImer apellido

CHAVES

55. Forma 58. TIpp 2

suminIBtnIda a1nMa del de ~, -.uzac;dn, ......,.,..,.,
y -.eiIln del RagIIIro úr*>o TrIbuIario (RVT).dIIbenI ... __ y _ en taO de oonatIIIw
lMucUIucI .. algunodelollcllllll8~aaaclelllnllrin 101 ~~
lIIIIdanII1I:Ir o de 1UIpenIión, aagdn el _, ~ del ertrcuIo 1.8.1.2.8 del DecnIIo 11125
del 2018. Da Igual manara el flInnIIfizar al "*"l1li .. U8U8I1o lUe lnforrnIIdo y 8CIPIB la poIlIIca de
ratlmienlDde cIIIIIl8l1rf 1581 de 2012.
FirmadelllOlil:ilal!a:

1l84.Nombre CHAVES DIAl OSCAR IVAN

985. Cargo Contribuyente

o O 1

O O 1



Formularlo del Registro Único Tributario
POR UNA, COLOMI!IA MÁS HONEP,..

2. Concepto@JI] Actualización

31. Primer apellido

GOMEZ
32. SegundoapeIHdo

VllLABON

o O 1

¡II ji I 11

11;1/ I

¡Ini 11 I111 ¡I I, .. ., , I L 1II ..

4. Número de fonnulario 14784506171

5. Número de IdentifICaciónTributaria (NIT)

1 094 9 3 074
12. Direcciónseccional
Impueetoa y Aduanes de Armenia

\]~&z6n electrónico
1. I

IDENTIFICACIÓN
~2~4-.Ti~'~--de--con--~-·b-u~--n-~-------------------r.~~~~--~-------------r.26~.~N7.ú-ma-ro--de~lde~n~=·~~-a~·ó7n ~~~~--·----~---'-27-.-F-~-h-a-ex-~--ia-·6-n----------4

Persona natural o sucesión IlIquida 2 1 3 1 O949'3. O74 i1
, ~~ Ci!J(l&<!IMuhicipK>=-- 'c:> ----;~lSE-..

~----------------------~-------- -L ~.~. ~'~----------------------------------4
35. Razón social

Lugarde expedición

COLOMBIA

28. Par. 29. Oepartamento

Qulndlo

2 O 1 O 1 O 2 O

. :.. -'.,.'//:.~ k:~__'~
1------------------------,UBiCACION/ " '.=--------------------1

36. Nombre comercial

r------------------------------------r--------------~_~~.
38. País 39. Depertamento 40. CiudadlMunicipio

COLOMBIA 1 6 9 Quindlo 6 3 Armenia O O 11------------------------------------L------------_.:.-4_...;.._,....,- ---L ---------1
41. Oirecciónplincipal

CR CARRERA 19 11 NORTE33al 1AProO 402CONA$ADIA
~"--,'-'i"'--' ..--,'--------------------------------------------------------1cesarfelipegomez11@gmail.com

~----------------------------------~--------..._--~.~~------------------,-----------------------------------------~
43. Código ~stal 44. Teléfonc 1 ." . ". . . ... 7 3 4 4 7 3 1 45. Teléfono2 3 2 O 7 1 9 8 2 8 8I--..:.....:------- --L__ ___; .~ Cl~SIFtcAClÓH

~------------------------------------------~~--~,~.-----------------------,----------------.----------------1ActlvldlH:l ~onómlca' Ocupación1-----------,----+--- ..-""~.......;..,---r-----------+_--....:......--__t-----____1
Actividad principal ""~ 9"""~..... .••...' Otras actividades

47. Fecha inico>activided 48. Cód~ '. 49 Fecha i')iclOá~"¡~ 50. Código 1 2 51. Código

O 9/.r-ÓJ{20 1~i,o 11 134321
", ..~'''')='=!=bI=ll=dades!...J...-.-C-aII-dades-...6Y=Atrt=b=uto='=S====LJ-----'======L._--L __ --'===::L __ -l

r-----------------------------".,...,.,...;..,........;.-.--~ ......"...-=-----------;--;------:..---------------------------------------------------_l
2 3 • 5 Ii '1.' <1 .9 10 11 12 13 1. 15 18 17 18 19 20 21 22

53. ~go 15 14 91 1 --L_ifl ---,-+-';;;''_'¡:''''''_J.__...L.__...J.___l____J__--L.--L----l_J.__...L.__...J.___l____J__--L.--L----l_L---l
05-lmpto. renta ycompl. régimen 9"~¡".

42. Correo electr6nico

46. Código

16910112013,07,241

52. Número
establecimientos

23 24 25 26

49 - No responsable de IVA

ObIIga(lOs aduaneros Exportador_
2 3 4 5 6 7 8 9 10

54. Código I 55, FoIma 56. Ti~ Servicio 2 3

I 157.Modo
11 12 13 14 15 18 17 18 19 20

~.CPC

59.Anexos SI O NO 0 61. Fecha 12021 - 09 - 06/12 : 37: 40
La información8uminisltada a través del formulario oficial de insclipción, actuaüzación,suspensión
y cancelación del Registro Único T~butario (RUn. debará ser exacta y veraz; en caso de constatar
InexaclitUd en alguno de tos datos suminIStrados se adelantarán tos procedlmlenlos administrativos
sanaonatonos o de suspensión,según el caso.
Parégrafodel articulo 1.6.1.2.20del Oecreto 1625 de 2016
Firma del soIicita~: 984. Nombre GOMEZ VlllABON CESAR FElIPE

985. Cargo CONTRIBUYENTE

Sín perjuiciode las verificacK>nes que la OIANnsalics.
Firma autorizada:

Fecha generacióndocumentoPOF:06-09-2021 12:37:28PM



Señores
NACIÓN - FISCAÚA GENERAL DE LA NACIÓN c~!:.: ~I,<e: '~'.'I

.:-:\,::~¿~--~.:.-~

1, ¡

l!i~A :2:'
OSCAR IVAN CHAVEZ DIAl mayor y residente en la ciudad de Armenia, p~~ .,:;..'i I
de la e.e. No. 1.085.247.3~9, mediante el eresente escritq me permito ¡qm..•..•..=.•••........' ..•..!!t:.:..••,;.:¡
poder espedal al abogado CESAR FELIPE GOMEZ VILLABON, mayor y r~~e, 'JI
de esta localidad, identificado?,n la C.CNo. 1.094.930.741 y portador de I~[.~.·.·.",~ll.·..;.:...:..H.1
251.633_ del C.S de la Judicatura, y al abogado lC!SE DAVID VA~"f..;,,'_t
CASTANEDA mayor de edad y vecino de Annenia, Quindlo, identificado con' cédula
de ciudadanía No. 9.772.557 de Annenia, Quindío, y tarjeta profesional de abogado
No. 164.976 del e.S.]., para que en mi nombre y representación yen ejercido de
los derechos consagrados en el artículo 23 de la Constitución Política Nacional y 5
de la Ley 1437 del 2011, solicite ante su despacho el cumplimiento de la sentencia
proferida en mi favor por parte del Juzgado 403 Administrativo del Circuito Judicial
de Manizales, el 20 de septiembre de 2023, y la de segunda instancia proferida por
el Tribunal Administrativo del Valle del Cauca el 15 de mayo de 2024, bajo radicado
No. 63-001-33-33-002-2020-00032-00, por medio de la cual condenó a la NAOÓN
- FISCAÚA GENERALDE LA NAOÓN, a que reajuste, üquídara y pagara todas mis
prestaciones sociales, en los valores recibidos por prima de servicios, prima de
navidad, prima de vacaciones, prima de productividad, cesantías, intereses a las
cesantías, bonificación por servicios prestados y demás emolumentos percibidos, con
la inclusión de la bonificación judicial como factor salarial, atendiendo el cargo
desempeñado, a partir del 1° de enero de 2013, pero con efectos fiscales a partir
del 02 de agosto del 2016.

Referencia: Poder

Mi apoderado queda facultado para presentar peticiones, tramitar, presentar
peticiones, transigir, desistir, sustituir, recibir, recibir sumas de dinero, conciliar,
reasumir y demás facultades propias del cargo, igualmente, queda facultado
presentar los recursos de Ley.

Además, autorizo para que al suscrito profesional le sea girado directamente el valor
de los honorarios profesionales por su gestión, equivalente al 30% de las sumas
reconocidas.

El correo del apoderado es: cesarfelipegomezl1@gmail.com

OSCAR IVAN CH VEZ-DIAl
Quien confiere poder

CÉSAR FELIPE GÓMEZ V1LLABÓN
Acepto

Carrera 15 No. 18 -42 Edificio Firenze oficina 303 de la ciudad de Armenia, Quindío /
Teléfonos: 6067444433 - 3207198288.



292·8 Sedas 1 , ,

NOTARIA 2da DEL CIRCULO DE ARMENIA
PRESENTAC'ON PERSONAL
Identificación Biométrica Decreto-Ley 019 de 2012
Ante el Notario 2do de Armenia _(Quindfo)
compareció

CHAVESDiAl OSCAR IVAN
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SERVIENTREGAS.A. NIT. 860.512.330-3 Principal
Bogotá D.C., Colombia Av Calle 6 No 341 - 11.

..eCha Admlslon: suu»J.UL4 ns:uu
Fecha Proe. Entre,a: 05/11/2024 111111

Nombre: CESARFElIPE GOMEZ VILLABON
D.I/NIT: 3207198288
Orl,en: ARMENIA (Q)-QUINDIO-COLOMBIA

Direccl6n: KR15 # 18 - 42
CodoPostal 630004106
Teléfono: "'····98288

E-m.U: ·····J@CENDOJ.RAMAJUDICIAL.GOV.CO

GUrA No. 9177213316
Producto:TULA DESEGURIDAD

No. Remlsi6n:SEOOOOO76925692
No. Sobreporte:

tamPers2:
Peso Fflico ICe:

Peso volumétrico:
TIempo de entre,a: NORMAL

Valor Declarado COP:$10000
Forma de P8,o:CONTADO
Olee contener: DOCUMENTOS

B. Seeurldad:
Cam Perl1:
Cam Pers3:

Volumen Cm:
Total de plezas:l

Medio de transporte:TERRESTRE
Valor Cobrado COP:$221OO

Ré,imen:Mensajeria expresa
Nombre: OFICINAJURIDICA GRUPODEPAGOSy SENTENCIASJUDICIALES

FISCALlAGENERAL
Destino: BOGOTA-CUNDINAMARCA-COLOMBIA

Direccl6n: DG 22 B# 52 - 01 BQCPI 3 CIUDAD SALITRE
Cod.Po~al 111321253
Teléfono: ·····98288

E-mail: .... ·J@CENDOJ.RAMAJUDICIALGOV.CO

Quien entre,a: CRISTIANCAMILO
Observaciones en la entre,a:

COD CDS 001002
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Recibi a conformidad Fecha: 01/11/2024 13:38

El usuariodeja expresaconstanciaque tuvo conocimiento del contrato que seencuentra publicadoen la página
web de ServientregaS.A. www.servientrega.com V en las carteleras ubicadas en los Centrosde SoluciOnes;
que regula el serviciO acordado entre las partes. cuyo contenido clausular acepta expresamente con la

-, suscripciónde este documento. Asímismo.declara conocer nuestro aVIsode privacidad y aceptar la Política
de Protecoon de DatosPersonalesloscualesseencuentran en el SitiOWEB.Para la presentaoon de peticiones.

9quejas Vrecursosremitirse al portal web www.servientrega.como la linea de atencíén al usuario(1) 770020.

Entregado en portería/recepción

Quien recibe: Correspondencia Fiscalia
Identificación: 5201

CAUSAL DEVOLUCION

Ir~~ENíOS DE H>JfRlG/\

FECHA NOTIFICACION


